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HONOR Y JUSTICIA DE LA SECRETARÍA

MUNICIPAL DE SEGURIDAD PÚBLICN Y

PROTECCIÓN CIUDADANA DEL

AYUNTAMIENTO DE CUAUTLA'

MORELOS.

AUTORIDADES

PRESIDENTA DEL

MAGISTRADO: JOAQUíN

GONZÁLEZ CEREZO.

DEMANDADAS:

CONSEJO DE

ROQUE

SECRETARIA DE ESTUDIO Y GUENTA:

ANA MARíA ROMERO CAJIGAL.

cuernavaca, Morelos, a ve¡nt¡siete de septiembre del dos mil

veintitrés

1. RESUMEN DE LA RESOLUCIÓN

SENTENCIA DEFINITIVA que se em¡te dentro de los autos del

exped¡ente número TJA/5"SERA/JRAEM-01312023,
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promovido por    , contra actos de ra
Presidenta der consejo de Honor y Justicia de ra
secretaría Municipar de seguridad púbrica y protección
ciudadana der Ayuntamiento de cuaufla, Moreros; en ra
que se declara improcedente el presente juicio de nulidad, se
confirma ra regaridad y varidez der acto impugnado
consistente en ra resorución de fecha veintitrés de noviembre
de dos mir veintidós, emitida en er recurso de revisión
cHyJ/002t2022, por ra autoridad antes mencionada, mediante
la cual se confirmó ra resorución de fecha veinticinco de
octubre de dos mir veintidós, expedida por er consejo de
Honor y Justicia de ra secretaría Municipar de seguridad
Pública y protección ciudadana der Ayuntamiento de
cuautla, Moreros, êr'ì er expediente uAr/o1g-p/05-2 022;
donde se decretó ra remoción der cargo etemento 

  , a adscrito a ra Dirección de
Vialidad, al no cumprir con er requisito de permanencia
consistente en ac¡,editar la evaluaciones y exámenes de
control de confianza, sin responsabilidad para la institución; al
siguíente tenor:

2. GLOSARIO

Parte actora:    

Autoridad

demandada:
Presidenta del Consejo de Honor y
Justicia de la Secretaría Municipal

de Seguridad pública y protección

Ciudadana del Ayuntamiento de
Cuautla, Morelos.
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Acto lmpugnado: 'to es la resolución del recurso de revision de

fecha 23 de noviembre de 2022, notificado en

fecha 24 de noviembre de 2022, en el cual se

confirma fodos y cada uno de /os reso/ufivos

contenidos en ia resolución de fecha 25 de

octubre de 2022, emitido por el Conseio de

Honoi y Justicia de la Secretaría Municipal de

Seguridad Púbtica y Protección C,iudadana

deiAyuntamiento de Cuautta, Morelos'" (Sic)'

LJUSTICIAADMVAM: Ley de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos. r

LORGTJAEMO: Ley Orgánica del Tribunal de

Justicia Administrativa del Estado

de Morelos2.

LSSPEM: Ley del Srsfema de Seguridad

Pública del Estado de Morelos.

LSEGSOCSPEM Ley de Prestaciones de Segu ridad

Soc¡a/ de /as lnstituciones

Policiales Y de Procuracion de

Justicia del Srsfema Estatal de

Seguridad Pública.

CPROCIVILEM: Codigo Procesal Civil del Estado

Libre y Soberano de Morelos.

r publicada el diecinueve de julio de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial "Tierra y

Libertad" 5514.2ldem. 
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Tribunal: ïribunal de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos.

3. ANTECEDENTES DEL CASO

1- Previo a subsanar ra prevención de fecha dieciséis de
diciembre de dos mil veintidós, con fecha veintiséis de enero
de dos mil veintitrés, Sê tuvo compareciendo ante este
Tribunal a la parte actora mediante su escrito presentada el
catorce de diciembre de dos mil veintidós, promoviendo Juicio
de relación adminístrativa existente entre el Estado y los
Ayuntamientos, con Agentes del Ministerio público, peritos y
los miembros de las lnstituciones policiales; precisando como
acto impugnado el referido en el glosario de esta sentencia;
con copias simples de la demanda y documentos gue la
acompañaron' se ordenó emptaza r a la autoridad
demandada, para que en un prazo improrrogabre de diez días
produjera contestación a la demanda instaurada en su contra
con el apercibimiento de Ley.

2. Por acuerdo de fecha veintitrés de enero de dos mil
veintitrés, sê tuvo a ra autoridad demandada dando
contestación a la demanda entablada en su contra; se ordenó
dar vista a la parte actora con la contestación de demanda y
anexos, por el plazo de tres días y se te hizo del conocimiento
su derecho de amplíar la demanda.

3. Mediante proveído de fecha nueve de marzo de dos
mil veintitrés, se le tuvo a la parte actora por desahogada la
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vista ordenada al escrito de contestación y anexos de la

autoridad demandada, respectivamente.

4. Por acuerdo de treinta y uno de marzo de dos mil

veintitrés, se tuvo por fenecido el derecho de la parte actora

para ampliar la demanda, se ordenó abrir eljuicio a prueba por

el plazo común de cinco días para las partes'

5. Mediante proveído de fecha veinticuatro de abril de

dos mil veintitrés, se tuvo por perdido su derecho a ambas

partes para ofrecer y ratificar sus pruebas; sin embargo, con

fundamento en lo dispuesto por el artículo 53 de la

LJUSTICIAADMVAM, se admitieron las pruebas

documentales para mejor decisión del presente asunto y se

procedió a señalar día y hora para la celebración de la

audiencia de LeY.

6. Con fecha once de mayo de dos mil veintitrés, se

llevó a cabo Ia audiencia de Ley, en donde se hizo constar que

no comparecieron las partes, desahogándose las pruebas

admitidas y se continuó 
'con la etapa de alegatos, donde

ninguna de las partes los formuló, por ello se les tuvo por

precluido su derecho y se citó a las partes a oír sentencia, la

cual se emite al tenor de los siguientes capítulos:

4. COMPETENCIA

Este Tribunal es competente para conocer y resolver el

presente asunto de conformidad con lo dispuesto por el

artículo 109 bis de la Constitucion Política del Estado Libre y
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Soberano de Morelos; los artículos 1, 3 y T de
LJUSTICIAADMVAEM; 1 , 4 fracción ilr, 16, 1g inciso B)
fracción ll, subinciso l) demás relativos y aplicables de ta
LORGTJAEMO; 1OS, 196 de ta LSSPEM; 36 de ta
LSEGSOCSPEM y demás relativos y aplicables

Al advertirse de autos que, ra parte actora es un
elemento de institución de seguridad pública y promueve juicio
de nulidad contra actos de autoridad policial, derivado de la
relación administrativa que tos unía y demanda el pago de
prestaciones

5. EXISTENCIA DEL ACTO IMPUGNADO

El acto impugnado señalado se describió de la siguiente forma:

"". la resolución del recurso de revision de fecha 23 de noviembre de2022, notificado en fecha 24 de noviembre de 2022, en el c;utal seconfirma todos y cada uno de los resolutivos contenidos en Iaresolución de fecha 25 de octubre de 2022, emitido por el corrãjo a"Honor y Justicia de la Secretaría Municip,at de Se'guridad e1øíii"- y
Protección ciudadana det Ayuntamiento de cuaufl a,- Morelos.,;¡si;t

cuya existencia queda acreditada con las originales de
la cédula de notificación de dicho acto, que obran de fojas 19
a la 22 del presente expediente.

6. PROCEDENCIA

Las causales de improcedencia, por ser de orden público,

deben analizarse preferentemente las aleguen o no las partes,

lo anterior de conformidad con ro dispuesto por el artícul o 3T
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párrafo último3 de la LJUSTICIAADMVAEM, en relación con lo

sostenido en la siguiente tesis de jurisprudencia de aplicación

análoga y de observancia obligatoria para esta potestad en

términos de lo dispuesto en los artículos 215 y 217 de la Ley

de Amparo.
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IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS

cAUSALES PREVISTAS EN EL ARTíCULO 73 DE LA LEY DE

AMPARO.4

De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo

73 de la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben

ser examina-das de oiicio y debe abordarse en cualquier instancia

en que eljuicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión

se advierte que existen otras causas de estudio preferente a la

invocada poi et Juez para sobreseer, habrán de analizarse, sin

atender rázonamiento alguno expresado por el recurrente' Esto

es así porque si bien ei artículo 73 prevé diversas. causas de

improcedencia y todas ellas conducen a decretar el

sobreseimiento en el juicio, sin analizar el fondo del asunto, de

entre ellas existen algunas cuyo orden de importancia amerita

que Se estudien de foima preferente. Una de estas causas es la

iåobservancia al principio de definitividad que rige en eljuicio de

garantías, porque si, efectivamente, no Se atendió a ese principio,

ì-a acción en sí misma es improcedente, pues Se entiende que no

es éste el momento de ejercitarla; y la actualización de este

motivo conduce al sobreseimiento total en eljuicio. Así, si el Juez

de Distrito para sobreseer atendió a Ia causal propuesta por las

responsables en el sentido de que se consintió la Ley reclamada

y, por su parte, consideró de oficio que respecto de los restantes

ä.io. había dejado de existir su objeto o materia; pero en revisión

se advierte que existe otra de estudio preferente (inobservancia

al principio de definitividad) que daría lugar al sobreseimiento

total en'el juicio y que, por ello, resultarían inatendibles los

agravios que Se hubieren hecho valer, lo procedente es invocar

ta'j motivo de sobreseimiento y con base en él confirmar la

3 Artículo 32. Eljuicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa es improcedente en

contra de:

ElTribunal deberá analizar de oficio siconcurre alguna causal de improcedencia de las

señaladas en este articulo, y en su caso, decretar el sobreseimiento del juicio

respectivo.
a Tipo de documento: Jurisprudencia, Novena época, lnstancia: Primera Sala, Fuente:

Semanario Judicial de la FederaciÓn y su Gaceta, Tomo: lX, Enero de 1999, Página: '13'
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sentencia, aun. cuando por d¡versos motivos, ar sustentado por erreferido Juez de Distrito.

La autoridad demandada hizo valer la causal de
improcedencia prevista por fracción XVI del artículo 37s de la
LJUSTICIAADMVAEM, la cual dispone que eljuicio de nulidad
es improcedente en los demás casos en que la improcedencia
resulte de alguna disposición de esta ley.

En

dispuesto

este caso dicha improcedencia deriva de
por el artículo 12 fracción ll inciso a) de

lo

la
LJUSTIGIAADMVAEM que establece que, son partes en el
presente juicio

La autoridad.omisa o ra que dicte, ordene, ejecute o trate de
ejecutar el acto, resolución o actuación de caráiter administrativo
o fiscal impugnados...

Porque sostiene no haber dictado, ordenado, omitido o
ejecutado el acto impugnado; sin embrago es infundada su
aseveración, porque como se desprende de la siguiente
prueba:

3.- La Documental: Consiste en juego de copias
certificadas constantes de ciento veintidós fojas útiles,
según su certificación, mismas que corresponden al
procedimiento número UAI/O1 g-p tOS-202.6

5 Artículo 37- Er juicio ante er rribunar de Justicia Administrativa es
improcedente en contra de

XVI' Los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta
Ley."
6lntegrada en el cuadernillo de Resguardo TJÁ/SasERA/JRAEM-O13 t2o2g.
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Corre agregada a fojas 103 a la 107 copia certificada de

la resolución de 
'fecha 

veintitrés de noviembre de dos mil

veintidós, expedida y firmada por la Presidente del Consejo

de Honor y Justicia de la Secretaría Municipal de

Seguridad Pública y Protección Ciudadana del

Ayuntamiento de Cuautla, Morelos; en donde confirma la

resolución de fecha veinticinco de octubre de dos mil veintidós,

expedida por el veinticinco de octubre de dos mil veintidós,

emitida por el Gonsejo de Honor y Justicia de la Secretaría

Municipal de Seguridad Pública y Protección Ciudadana

del Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, donde se determinó

la remoción de la parte actora, el cual constituye el acto

impugnado de este juicio.

Realizando el análisis correspondiente al presente

asunto, no se advierte causal alguna de improcedencia o

sobreseimiento sobre la cual este Tribunal deba pronunciarse.

7. ESTUDIO DE FONDO

7.1 Planteamiento del caso

En términos de lo dispuesto en la fracción I del artículo 867 de

la LJUSTICIAADMVAEM, se procede a hacer la fijación clara

y precisa de los puntos controvertidos en el presente juicio.

7 Artículo 86. Las sentencias que dicte el Tribunal no necesitarán formulismo alguno;

pero deberán ser redactadas en términos claros y precisos y contener:
l. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos;
il. ...'
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El asunto por dilucidar es, determin ar la legalidad o
ilegalidad del acto impugnado consistente en:

"... la resolución del recurso de revisión de fecha 23 de noviembre de
2022, notificado en fecha 24 de noviembre de 2022, en el cual se
confirma fodos y cada uno de los resolutivos contenidos en la
resolución de fecha 2s de octubre de 2022, emitido por el consejo de
Honor y Justicia de la secretaría Municiptd de se'guridad pubiica y
P rote cc i ó n c i u d ad a n a d e I Ay u nta m i e nto d e c u a uil a,- M o re I o s.,, (s ic).

Así como la improcedencia o no de las pretensiones

que reclama.

7.2 Erectos del recurso de revisión de la LSSpEM

El artículo 10 de la LJUSTIGIAADMVAEM a la letra indica:

Artículo 10. cuando las Leyes y Reglamentos que rijan el acto
impugnado, establezcan algún recurso o medio de deiensa, será
opErtivo para el agraviado agotarlo o intentar desde luego, eljuicio ante
el rribunal; o bien si está haciendo uso de dicho recu-rso o medio de
defensa, previo desistimiento de los mismos podrá acudir al rribunal;
ejercitada la acción ante éste, se extingue el derecho para ocurrir a otro
medio de defensa ordinario.

Por lo anterior, para el caso de que el agraviado opte
por el recurso o medio de defensa que la ley que rija el acto
prevea, sin desistirse de él; se deberá aplicar la figura de la
preclusión, que es el principio relativo a que las diversas

etapas del proceso se desarrollan en forma sucesiva, mediante

la clausura de cada una de ellas, impidiendo el regreso a

momentos extinguidos, es decir, la pérdida, extinción o
consumación de una facultad procesal.

De lo anteriormente expuesto se concluye que, si en el

presente asunto la parte actora optó por ejercer el recurso de

10
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revisión previsto por el aftículo 1868 de la LSSPEM para atacar

la resolución de fecha veinticinco de octubre de dos mil

veintidós, emitida por el Consejo de Honor y Justicia de la

Secretaría Municipal de Seguridad Pública y Protección

Ciudadana del Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, en ese

medio de impugnación debió hacer valer todos los agravios

tendientes a modificar o revocar el fallo de mérito, precluyendo

así su derecho en relación a las cuestiones que no fueron

materia de ese recurso.

En tales circunstancias, en este juicio las razones de

impugnación deberán dirigirse exclusivamente a los motivos y

fundamentos que sostienen la resolución emitida en el recurso

de revisión, al constituirse en el acto impugnado; esto es aSí,

ya que, en un procedimiento de estricto derecho como el

presente, îo eS dable Se introduzcan argumentos que no

fueron considerados en el recurso de mérito.

Entonces si las razones de impugnación expuestas por

la parte actora no están encaminados a combatir los

fundamentos y motivos esgrimidos en la resolución del recurso

de revisión de fecha veintitrés de noviembre de dos mil

veintidós, no existe realmente agravio alguno que propicie la

declaración de nulidad del acto impugnado.

I Artículo 186.- En contra de las resoluciones de los Gonsejos de Honor y Justicia
se podrá interponer el recurso de revisión ante el Presidente de dicho Órgano

colegiado según sea el caso, atendiendo a lo dispuesto por la Ley de Justicia
Administrativa del Estado.
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Apoya lo anterior el siguiente criterio jurisprudencial que
a la letra dice

En esa línea de exposición, y toda vez que la
LJUSTICIAADMVAM no

CONCEPTOS DE VIO¡.RC¡ÓT,¡ EN EL AMPARO DIRECTO.
INOPERANCIA DE LOS QUE INTRODUCEN CUESTIONAMIENTOS
NOVEDOSOS QUE NO FUERON PLANTEADOS CÑ CI JUICIO
NATURAL.9

s.i en los conceptos de vioración se formuran argumentos que no seplantearon ante la sala Fiscal que dictó la sentenlìá qu" òon.tituye elacto reclamado, ros mismos son inoperantes, toda vez que resurtaría
injustificado examinar ra constitucionalidad de la sentenc¡à comoat¡caa la luz de razonamientos que no conoció la autoridad ràsponsable,pues como tales manifestaciones no formaron parte de la litis natural,
la sala no tuvo la oportunidad legal de analizailas ni de pronunciarse
sobre ellas.

supues tos Y efectos de la

p

litis abie

exþres

dich

amente

a fiqura

los

es

e Época: Novena Época; Registro: 178788;lnstancia: Tribunales colegiados de Circuito;Tipo de-Tesis: Jurìsprudencia; Fuente: semanario Judicialde la Federación y su Gaceta,Tomo XXl, Abrit de ?99si Materia(s): Administrativa; Tesis: Vt. 2o.A. Jt7, pâgina: 1137.SEGUNDO TRIBUNAL COICCNóO EN MATERIA ADMIruIS}NNTIVN DEL SEXTOctRcutTo.
Amparo directo 338/2001. Hirados de Lana, s.A. de c.v.31 de octubre de 2001.Unanrmidad de votos. Ponente: Amanda R. García González. Secretaria: FernandaMaría Adela Talavera Díaz.
Amparo directo 2012002. Afianzadora lnsurgentes, S.A. de c.v. 14de febrero de 2002.Unanimidad de votos. Ponente: omar Losóon Ovando. Secretaria: flsa Vlãria iop",Luna.
Amparo directo 271rzoo2. Fianzas México Bitar, s.4., Grupo Financiero Bitar. 7 denoviembre de 2002- Unanimidad de votos. Ponente: Anionio iiieza ntarcón. Secretario:Roberto Genchi Recinos.
Amparo directo 18112,003. constructora y Arrendadora paquime, s.A. de c.v. s de junio
de 2003' Unanimidad de votos. Ponente: omar Losson Ovando. Secretaria: Elsa MaríaLópez Luna. 

rs' Éres ¡Yrqr I

Amparo directo 13712003. oficentro zanella, s.A. de c.v. 12 de junio de 2003.Unanimidad de votos. Ponente: omar Losson ovando. Secretaria: Elåa Maria iG.
Luna.
Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federacion 1g17-2000, Tomo lll, Materia
l9l¡lptt"lvg, pá9ina 267, tesis 2s0, de rubro: "coNcEpros DE vrolÀóróñ Èi ËrAMPARO DIRECTO. INEFICACIA DE LOS ARGUMENTOS ÑO PROPUESTOS A LASALA FISCAL RESPONSABLE.''
Nota: Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis que aÞarecepublicada en etsemanario Judiciatde ta Fedðración y su Gaceta, ño*; Èñ.;:;";"
XVlll, diciembre de 2003, página 1190, se publica nüevamente con las modificaciones
que el propio tribunal ordena.
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inaplicable; lo cual tiene apoyo en el siguiente criterio, que se

invoca por similitud.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL ESTADO DE

GUANAJUATO. LE SON INAPLICABLES LOS SUPUESTOS Y

EFECTOS DE LA LITIS ABIERTA PROPIOS DEL JUICIO DE

NULIDAD EN T¡- ÁMEITO FEDERAL, AL REGIRSE POR EL

SISTEMA DE LITIS GERRADA.TO

El artículo 265, fracciones ll y Vll, del código de Procedimiento y

Justicia Administrativa para el Êstado y los Municipios de Guanajuato

ói""e ," sistema de litii cerrada, ya que no permite al actor introducir

argumentos no esgrimidos en contia de la resolución recurrida en sede

ad-ministrativa, sino únicamente los planteados en contra del acto

*ôugn.Oo en el juicio de nulidad. Por su parte, el juicio contencioso

aOmiñ¡strativo feáeral se rige por el sistema de litis abierta, por

ãisposición expresa del-articulo 1o. de la Ley Federal de

Proledimiento iontencioso Administrativo, que permite que los

demandantes introduzcan conceptos de anulación novedosos, no

ã*prà.tor ante la autoridad demandada, mediante los cuales se puede

cuästionar la resolución dictada por ésta, la recaída al recurso por

mediodelcualseimpugnóaquéllae,incluso,losactosdel
ôráóeOimiento administraiivõ del que derivó la resolución controvertida

a través del recurso ordinario. Por consiguiente, conforme a los

razonamientos contenidos en la contradicción de tesis 171l2002-SS'

qùãOio origen a ta jurisprudencia 4ll 32t2003, de rubro: "JUlClO DE

ñuuono.-El PRíNctÞto pr LITIS ABIERTA coNTENlDo EN EL

Àñiiõulo Gz, útrMo pÁRRAFo, DEL cóDlco FlscAL DE LA

Êeóe-nnClóN VIcENTE, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR

CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS

REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES

10 Registro digital: 2021748; lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito' Décima

Épocal Materiãs(s): Administrativa, Tesis: XVl.1o.A.198 A (10a.), Fuente: Gaceta del

Semanario Judicial de la FederaciÓn. Libro 76, Mazo de 2020, Tomo ll' página

935,Tipo: Aislada.
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO

SEXTO CIRCUITO.
Ãrpr. ã¡recto O3B/2018. Seguridad Privada Profesional lntegral Avanzada, S'A' de

C.V. 21 de febrero de 20191 Unanimidad de votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas

Caballero. Secretaria: Claudia Alonso Medrano'

Ãrpàro directo 27212019. Miguel Ángel Orozco Negrete.26 de septiembre de 2019'

Unanimidad de votos. Poneñte: nr¡ãt Rlnerto Rojas Caballero. Secretaria: Claudia

Alonso Medrano.
Àrp"to directo 25012019. Miguel Ángel Orozco Negrete' 3 de octubre de 2019'

Unånimidad de votos. Ponente] Ariel Aiberto Rojas Caballero. Secretaria: Silvia Vidal

Vidal.
¡ótá: la parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 17112002-

SS y t, tesis de jurisprudencia Za.lJ. 32l2OO3 citadas, ?parecen publicadas en el

Semanario Judiciaide ía FederaciÓn y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVll, mayo de

2003, págin a 447 y abrit de 2003, página 193, con números de registro digital: 17586 y

I 8447 2, respectivamente.
Esta tesis se publicó elviernes 06 de mazo de2020 a las 10:09 horas en el Semanario

Judicial de la Federación.
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DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DEJUSTTCTA FrscAL y ADMrNrsrRATrvl.",' ;;;, diferencias regarestornan incompatibres ros sistem.as mencionados, pues ra apricación delos supuestos y efectos de la titis 
"¡iertá'ãìï'pro."dimiento de litiscerrada, conilevaría que se desvirtúen ros püncipios de precrusión ydefinitividad propios de este úrtimo, v" qrã 

"iorg"no 
jurisdiccionar

estaría obrigado a estudiar ro que er actor ãJr¡"r" en su demanda, auncuando no lo hubiera planteado en el r".rr.óïioinario, con afectacióntambién der principio de paridad procesal, uã ;r; tendría que atender,sin rimitaciones, ra extensa defensa oer oåríã,ìJante.

En síntesis, to que no haya sido materia der recurso de
revisión conlleva imprícito er consentimiento de ra parte actora
al haber operado la preclusión.

En esa tesitura, el objeto de este juicio se rimita al fallo
emitido en el recurso de referencia y soto a ta luz de las
razones de nuridad dirigidas en contra de ras consideraciones
y motivos que

inoperantes.

la sustenten, de lo contrario resultan

7.3 Presunción de legalidad

En la Repúbrica Mexicana, así como en er estado de
Morelos, los actos de autoridad gozan de presunción de
legalidad, esto en términos del primer párrano del artículo 16
de la constitucion potítica de /os Esfado s rJnidos Mexicanos
del que se advierten los requisitos de mandamiento escrito,
autoridad competente, fundamentación y motivación, como
garantías instrumentales que, a su vez, revelan la adopción en
el régimen jurídico nacional del principio de legalidad, como
una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica,
acorde al cual las autoridades sólo pueden hacer aquello que
expresamente les facultan las leyes, lo cual se apoya en el
srguiente criterio.

t4
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PRINCIPIO DE LEGALIDAD. CARACTERíSTICAS DE SU DOBLE
FUNCIONALIDAD TRATÁNDOSE DEL ACTO ADMINISTRATIVO Y

SU RELACIÓN CON EL DIVERSO DE INTERD¡CCIÓN DE LA

ARBITRARIEDAD Y EL CONTROL JURISDICCIONALll.

Del artículo 16, pr¡mer párrafo, de la Constitución Política de los

Estados unidos Mexicanos, se advierten los requis¡tos de

mandamiento escrito, autoridad competente y fundamentación y

motivación, como garantías instrumentales que, a Su Vez, revelan la

adopción en el régimen jurídico nacional del principio de legalidad,

como una garantía del derecho humano a la seguridad jurídica, acorde

al cual lai autoridades sólo pueden hacer aquello para lo que

expresamente les facultan las leyes, en el entendido de que éstas, a

su vez, constituyen la manifestación de la voluntad general. Bajo esa

premisa, el principio mencionado tiene una doble funcionalidad,

þarticularmente tratándose del acto administrativo, pues, por un lado,

irpon" un régimen de facultades expresas en el que todo acto de

autoridad que no represente el ejercicio de una facultad expresamente

conferida en la ley a quien lo emite, se considerará arbitrario y, por ello,

contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que legitima a las

personas para cuestionar la validez de un acto desajustado a las leyes'

þero, por otro, bajo la adopción del mismo principio como base de todo
äl ordenamiento, se genera la presunción de que toda actuación
de la autoridad deriva del ejercicio de una facultad que la ley le
conf¡ere, en tanto no se demuestre lo contrario, presunción de

legalidad ampl¡amente reconocida tanto en la doctrina como en la

legislación nacional. Así, el pr¡ncipio de legalidad, apreciado en su

mãyor amplitud, da cabida al diverso de interdicción de la arbitrariedad,
pero también conlleva que éste opere a travéS de un control
jurisdiccional, lo que da como resultado que no basta que el gobernado

tonsidere que determinado acto carece de fundamentac¡ón y

motivación para que lo estime no obligatorio ni vinculante o lo señale

como fuente de un derecho incontrovertible a una sentencia que lo

anule, Sino que, en todo caSO, está a Su cargo recurrir a los órganos de

control a hacer valer la asum¡da ausencia o insuficiencia de

fundamento legal y motivación dentro de dicho procedimiento y, a su

vez, corresponderá a la autoridad demostrar que el acto cuestlonado

encuentra Sustento en una facultad prevista por la norma, so pena de
que sea declarado contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que

revela que los procedimientos de control jurisdiccional, constituyen la

última garantía de verificación del respeto al derecho a la seguridad
jurídica, cuyas reglas deben ser conducentes y congruentes con ese
propósito.

(Lo resaltado no de origen)

Por lo anterior, la carga de la prueba corresponde a la

parte actora. Esto vinculado con el primer párrafo del artículo

rr Época: Décima Época. Registro: 2005766. lnstancia: Tribunales Colegiados de

Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación. Libro 3, febrero de 2014, Tomo lll. Materia(s): Constitucional. Tesis:
1V.2o.4.51 K (10a.) Pâgina'.2239.
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38612 del cpRoclvlLEM que señala, que la parte que afirme
tendrá la carga de la prueba de sus respectivas proposiciones
de hecho, y los hechos sobre ros que er adversario tenga una
presunción legal, norma aplicable de manera complementaria
en términos del artículo 713 de la LJUSTICIAADMVAEM.

7.4 Contestación de la demanda

En resumen, la autoridad demandada defendió el acto
impugnado, manifestando que la acción de nulidad era
improcedente debido a que el actor fue sujeto a un
procedimiento administrativo radicado bajo et número de
expediente uAl/01 B-pl0s-2022 del índice de Asuntos lnternos,
en el cual se agotaron todas y cada una de las etapas, por lo
que se respetó la garantía de audiencia de legalidad,
seguridad jurídica, debido proceso y el derecho a la debida
defensa y que por ende, eran ímprocedentes sus pretensiones;
agregando que había sido removido por no cumplir con los
requisitos de permanencia consistente en acreditar las
Evaluaciones de contror de confianza, sin responsabilidad

12 ARtlculo 386-- Carga de la prueba. Las partes asumirán la carga de la prueba delos hechos constitutivos de sus pretensiones..Así, la parte que afirme tencrå la cargade la prueba, de sus respectivas proposicion"" oä ñ""rio,lros necnos sobre rosque el adversario tenga a su favoi una presunción legal.
En casos de duda respecto a la atribución de la carga de-lã prueba, ésta se rendirá porla parte que se encuentre en circunstancias de r"ior iã.iriå"ã p"ru proporcionarla; o,si esto no pudiere determinarse por el Juez, corresponderá a quien sea favorable el
efecto jurídico del hecho que deba probarse.

13 Artícuto 7. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán y
resolverán- con arreglo a los procedimientos que señala esta tey. e t"lt" o"disposición expresa y en cuanto no se opo,rga a lo que prevé este ordenamiento,se estará a ro dispuesto por er códigó prócesar biuii f"r" er Estado Libr;tsoberano de Morelos;.en materia fisca[ además a la Ley õãneral de Hacienda detEstado de Moretos, ercódigo Fiscarder Estado de Morero;, ä t;y Generarde HaciendaMunicipal del Estado de Morelos, y ra tey o oecrei; 

-qG 
crea un organismodescentralizado cuyos actos se impúgnen; en materia de responsabilidad de losservidores públicos a la ley estatal en lahateria, en lo que iesutien aplicables.
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para la Secretaría de Seguridad Pública y ProtecciÓn

Ciudadana del Ayuntamiento de Cuautla, Morelos; además de

haber presentado certificado de estudios medio superior

apócrifo.

Aceptó la fecha de ingreso del actor del diecinueve de

mayo de dos mil veintiuno.

7.5 Razones de impugnación y su análisis'

Los motivos de impugnación de la parte actora se

encuentran visibles de las fojas cuatro a la once del expediente

que Se resuelve, los cuales se tienen aquí como íntegramente

reproducidos como si a la letra se insertasen, sin que esto

cause perjuicio o afecte a Ia defensa de la parte actora, pues

el hecho de no transcribirlas en el presente fallo no significa

que este Tribunal esté imposibilitado para el estudio de las

mismas, cuestión que no implica violación a precepto alguno

de la LJUSTICIAADMVAEM, esto con apoyo en el siguiente

criterio jurisPrudencial :

cONcEpToS DE VlOLAclÓN. EL JUEzNo ESTÁ oBLIGADo
A TRANSCRIBIRLOS. 14

El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los

conceptos de violación expresados en la demanda, no implica

que nåya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual

sujeta ðu actuaóión, pues no hay precepto alguno que establezca

la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que

dicha ómisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado

que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y

14 SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. JURISPRUDENCIA

de la Novena Época. lnstancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO

CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: Vll, Abril

de 1998. Tesis: Vl.2o. J1129. Página: 599.
17
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alegar ro.q.ue estime pertinente para demostrar, en su caso, railegalidad de la misma.

Primera y Segun da razon de impugnación:

Atendiendo a ra naturareza de estos dos agravios, se
estudiarán de manera conjunta, al siguiente tenor:

En el primer agravio argumenta esenciarmente que, en
su momento hizo valer que la investigación ante la unidad de
Asuntos lnternos tardó más de quince días, en contra de ro
dispuesto por er artícuro lTl fracción r de ra LsspEM a ro cuar
la autoridad demandada re manifestó que, ese prazo no era
limitativo; siendo que esa violación no había sido examinada
por eso la atacó en el recurso de revisión; sin embargo, señala
la autoridad demandada se equivoca ar interpretar dicho
precepto legar; porque de consentirlo se estaría viotentando er
numerar 17 de ra constitucion Federar, ar dejar de cumprir con
los plazos y términos que la ley establece.

En el segundo agravio diserta:

Que en er acto impugnado se señaró que ra prescripción
no opera ya que los exámenes de control y de confianza no
aprobados tienen una vigencia de tres años y citó er artícuro 56
de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de
Morelos; sin que re asista ra razóna ta demandada porque sus
argumentos y numerales no operan en el caso concreto,
porque a su consideración, la Ley de Respons abitidades
Administrativas det Estado de Morelos no le es aplicable, toda
vez que el actor pefteneció a una institución de seguridad

l8
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pública, quien se rige por sus propias leyes por mandato

Constitucionalen base a su artículo 123, aparado B, fracción

lll, del cual deriva el artículo 200 de la LSSPEM que consagra

que las acciones que surjan de esa misma ley prescribirán en

noventa días y, la acción que se hizo valer en su contra se

sustentó en el artículo 159 de

trastocando esos noventa días;

la norma antes citada,

entonces añade que la
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demandada se fundó y motivó incorrectamente su actuar al

invocar un precepto legal de la Ley de Responsabilidades

Administrativas del Estado de Morelos'

Agrega que, si los exámenes de control y de confianza

que supuestamente no aprobó se realizaron el 1 8 y 19 de

agosto de dos mil veintiuno, en esa fechas es cuando surgiÓ a

la vida jurídica dicha acción; por eso al veintidós de marzo de

dos mil veintidós que tuvo conocimiento Asuntos lnternos de

que no había probado los exámenes de control y de confianza,

ya habían trascurrido más de los noventa días'

ANÁL¡S¡S DEL AGRAVIOS. Son inoperantes e

infundadas las manifestaciones del actor; porque tal y como

lo determinó la demandada, en ninguna parte de la ley se

indica que, por el hecho de no respetarse los quince días para

la investigaciÓn, expire la facultad de Ia

sancionadora para dictar la determinación del

procedimiento.

autoridad

inicio del

Es decir, de la lectura del marco legal que rige a las

instituciones de seguridad pública no se colige que, si la

DireccióndeAsuntoslnternosrebasaelplazodequincedías
I9



hábiles para integrar ra investigación, o que er consejo de
Honor y Justicia se excede en emitir la resorución respectiva
conlleve una consecuencia jurídica, como su nuridad; ro que no
exime de la responsabiridad en que incurran ros servidores
públicos implicados por dicha situación. sin que se encuadre
en el artículo 4 fracción ll15 de la LJUSTICIAADMVAEM,
porque dicha situación no afecta la defensa del actor, pues
finalmente ra determinación de iniciar procedimiento en su
contra y la decisión tomada por el consejo de Honor y Justicia
fueron de su conocimiento, dándore su oportunidad de
defensa, tan es así que hizo varer en tiempo y forma er recurso
de revisión respectivo, ni se evídencia que, con er exceso de
los quince días,

impugnada.

trasciendan al sentido de la resolución

Ahora bien, retativo a sus argumentos vertidos en su
segundo agravio, quedan vinculados al primero porque la
consecuencia legal que pudiera ocasionar excederse en los
quince días de ra investigación es ra prescripción en beneficío
del demandante; por tan motivo ra demandada disertó sus
razonamientos; sin que de ninguno de ellos se advierta que lo
sustentó en que los exámenes de control y de confianza tienen
vigencia de tres años; sino que lo hizo con base al artículo 56
de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de
Morelos, que señala:

ts Artículo 4. Serán causas de nulidad de los actos impugnados:

ff#"ïl::T;:i":t" 
resolución aomln¡strfuva es itesãt cuando se demuesrre arsuna de ras

ll' omisión de los requisitos formales exigidos por las. leyes, siempre que afecte las defensas delparticular y trascienda al sentido oe"la ielolucion'impugïäãal'¡iclusive la ausencia defundamentación o motivación, en.r.ãio;- --

20
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Artículo 56. Para el caso de Faltas administrativas no graves, las

facultades de La Secretaria o de los Órganos internos de control para

imponer las sanciones prescribirán en tres años, contados a partir del

día siguiente al que se hubieren cometido las infracciones, o a partir

del momento en que hubieren cesado.

Ahora bien, en este aspecto eljusticiable ataca que ese

precepto legal no le es apl¡cable, al pertenecer al ámbito de la

responsabilidades administrat¡vas, mientras que él pefteneció

a una institución de seguridad pública; por tanto le rigen las

leyes especiales; en este sentido, se indica que, en efecto la

autoridad demandada debió esclarecer el motivo de

aplicación de ese precepto, así como la inaplicabilidad del

artículo 200 de la LSSPEM; pero dicha omisión no resulta

suficiente para declarar la nulidad del acto, porque finalmente

no se configura la prescripción en beneficio del actor por las

siguientes consideraciones:

se precisa, que la prescripción consiste en la fijaciÓn de

un término de extinción de las obligaciones o como el modo de

extinguirse un derecho como consecuencia de su falta de

ejercicio durante el tiempo establecido por la ley.

El fundamento de la institución de la prescripciÓn se

encuentra en la neces¡dad de dar seguridad jurídica a las

re¡aciones entre las partes procesales como consecuenc¡a de

su no actuación en relación con los derechos que la ley les

concede, evitando la incertidumbre y la prolongación en el

tiempo de manera indefinida de la posibilidad de que se exija

su cumplimiento y tiene su sustento constitucional en lo
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prev¡sto en el artículo 1716 de la constitución Federal. Este
precepto contempla lo siguiente:

l) La prohibición al gobernado de hacerse justicia por sí
mrsmo o por medio de la violencia

2l La garantía a ra tutela jurisdiccíonal, que se rige por
los siguientes principios:

a) Se administrará por los tribunales expeditos

b) Los tribunales impaftirán justicia de manera pronta,

completa e imparcial. c) La justicia se administrará en los
plazos y términos que fijen las leyes.

d) La justicia se administrará de manera gratuita.

Este derecho fundamental de acceso a la justicia es un
derecho del gobernado frente al poder público para que se le
administre justicia en ros prazos y términos que fijen las leyes
y es correlativo de una obligación: la sujeción del gobernado al
cumplimiento de los requisitos que exijan las leyes procesales,
toda vez que la actividad jurisdiccional implica no sólo el
quehacer de un órgano der Estado, sino tambÍén la obligación
que tienen los gobernados de manifestar su voluntad de
reclamar el derecho sustantivo dentro de los plazos que la tey
les concede.

16 "Artículo 17.- Ninguna persona podrá hacerse justicia por sÍ misma, ni ejercerviolencia para reclamar su derecho. Toda persona tiene dereiho a que se Ie administrejusticia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plåzos y términos que
fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera p.ntr, completa e imparcial.'Su
servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. ...,,

22
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Bajo la misma línea de pensamiento, se tiene que bajo

el término prescripción se recogen dos instituciones

esencialmente distintas entre sí: la prescripción adquisitiva o

usucapión y la prescripción extintiva. Por ser la que al caso

interesa, únicamente se harâ alusión a la segunda de las

figuras citadas.

La prescripción extintiva provoca la desaparición de un

derecho real, de crédito o de una acción, y se basa en un dato

puramente negativo como es el no ejercicio de su derecho por

el titular del mismo.

La figura de la prescripción en el caso que nos ocupa

se encuentra contenida precisamente en los artículos 200,201

y 202 de la LSSPEM, que establecen lo siguiente:

Artículo 200.- Las acciones derivadas de la relación administrativa del

servicio de los elementos de las instituciones de seguridad pública que

surjan de esta Ley prescribirán en noventa días naturales, con

excepción de los casos previstos en los artículos siguientes.

Artículo 201.- Prescribirán en treinta días:
l. Las acciones para pedir la nulidad de la aceptación de un

nombramiento hecho por error y la nulidad de un nombramiento

expedido en contra de lo dispuesto en esta Ley, a partir de que se haya

expedido el nombramiento;
ll. Las acciones de los elementos de las instituciones de seguridad
pública para volver a ocupar el cargo que hayan dejado por accidente
o por enfermedad no atribuible al elemento y debidamente justificado

en cuyo caso no se les otorgará la percepción de su retribución
cotidiana sino a partir del día que se presenten a prestar su servicio; y
lll.- Las acciones para impugnar la resolución que de porterminada la

relación administrativa, contándose el término a partir del momento de
la separación.

Artícuto 202.-La prescripción no comenzarâ a computarse contra los
elementos que se encuentren privados de su libertad, siempre que

sean absueltos por sentencia ejecutoriada.
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Los preceptos transcritos se refieren a la prescripción
que puede darse con motivo de las relaciones administrativas
entre los elementos de las instituciones de seguridad pública y
éstas, como son las acciones para pedir la nulidad de la

aceptación de un nombramiento, las acciones de los
elementos de las instituciones de seguridad pública para volver
a ocupar el cargo que hayan dejado por accidente o por
enfermedad no atribuibre al elemento y debidamente
justificado y las acciones para impugnar la resolución que de
por terminada la relación administrativa e incluso para la
reclamación de

administrativo.

prestaciones derivadas del vínculo

En efecto, dichos numerales regulan la figura de la
prescripción en cuanto hace tas acciones derivadas de la
relación administrativa del servicio de los elementos de las
instituciones de seguridad pública que surjan de la LSSpEM;
mas no así el plazo para que ta autoridad, substancie e
im ponga las sanciones derivadas de tas faltas
administrativas de los erementos de seguridad pública.

Dicho de otro modo, al ser la prescripción a que se
refiere el artículo 2oo de la LSSPEM de naturaleza extintiva,
ello implica que el contenido de dicho numeral se traduce
únicamente en la regulación der plazo que deberá transcurrir
para que el gobernado encuentre desvanecido su derecho a

reclamar las acciones que deriven de dicho ordenamiento

legal; mas no al término con que cuenta la autoridad para

iniciar y culminar el procedimiento administrativo de
responsabilidad adm inistrativa.
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Es decir, dicho precepto no se refiere a la prescripción

de Ia facultad punitiva con que cuenfa la autoridad, sino del

término con que cuenta el operar¡o para hacer valer sus

derechos derivados de la relación administrativa'

Luego, si los artículos 200, 201 y 202 de Ia LSSPEM,

regulan el plazo para que opere la prescripción de las acciones

derivadas de la relación administrativa del servicio de los

elementos de las instituciones de seguridad pública, es claro

que, dichos numerales no resultan aplicables para determinar

el término para dar inicio al procedimiento disciplinario e

imponer sanciones o confirmarlas. Determinación a la que se

arriba con base en la ejecutoria del amparo 601/2019 del

índice del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Octavo

Gircuito, en materias Penal y Administrativa.

Ahora bien, ese mismo órgano jurisdiccional federal

determinó que, a fin de determinar la norma, y, por ende' el

plazo legal aplicable para la prescripción de las facultades de

la autoridad demandada para imponer sanciones, se toma en

cuenta que la limitación a la actividad punitiva del Estado,

deriva de varios principios Constitucionales, como Son el

debido proceso, la debida defensa, pero principalmente es

corolario del principio de seguridad jurídica'

Por ello, si bien la fracción Vll, del artículo 171 de la

LSSPEM establece que a falta de disposición expresa y en

cuanto no se oponga a lo que prevé ese ordenamiento, se

estará a lo dispuesto supletoriamente por la

LJUSTICIAADMVAEM; sin embargo, esta legislación no
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prevé la figura de la prescripción extintiva; si bien es cierto en
la LORGTJAEMO instituye un apartado de procedimiento
administrativo de responsabiridades, esta no puede ser
aplicada, pues como se estableció la supletoriedad se definió
expresamente a favor de la LJUSflCIAADMVAEM, máxime
que el procedimiento de responsabilidad estatuido en la
mencionada LORGTJAEMO resurta apricabre únicamente a
los servidores públicos de este Tribunal.

Este acotamiento conduce a considerar ros siguientes
preceptos de la LSSpEM

Artículo 
1:- L. presente rey tiene por objeto regurar ra integración,organización y funcionamiénto oei s¡stem" eriãiãi àe seguridadPública, estabrecer.ras competencias y bases de coordinación entre erEstado y los Municipr_os, y entre éstos con ra Federación, ros Estadosde,la Repúbrica y er Distñto reoerai sus disposiciones son de ordenpúblico e interés sociar y de observancia generar en todo er territorioestatal, de conformidad con ro estabrecioã en ròs artiJuros 21, 115fracciones ilr inciso h) y vil oe ra cóÀstitución poritica de ros Estadosunidos Mexicanos, y 114 Bis fracción Vilr de ra constitución porítica

del Estado Libre y Soberano de Morelos.
Artículo 2.-La seguridad púbrica es una función a cargo der Estado ylos Municipios, ra ãuar no poora sei conces¡onada a particurares bajoninguna circunstancia, y tiene como fines sarvaguardar ra integridad yderechos de ras personas, asícomo comprende ra prevención especiary general de los deritos; ra investigacibn para r,.ó"iË efectiva; rasanción de las infracciones admiiistrativäs; h invãstigaciOn y lapersecución de delitos y conductas antisocial", t,p¡ri"åã". .orno tales;la reinserción social dei ¡ndividuo y la reintegración social y familiar deladotescente, en términos de. esta ["v, 

"n 
iåËi"rbä.tì"à', åompetenciasestablecidas en ra constitución Þorítica de' ros ert"oo, unidosMexicanos, ra constitución política del Estado r¡o* v'ê"berano deMorelos, y las demás leyes aplicables a la materia.

Artículo 5.- Las instituciones de seguridad pública, de conformidad conel artículo primero de esta ley se cõordinarán p"o, - -- "'
l. Formular poríticas integrares, sistemáticas, continuas y evaruabres,así como programas y estrategias, en materia de seguridad púbrica;
ll. Ejecutar, dar seguimiento y evaruar ras poríticas, estrategias yacciones, a través de las instanôias previstas .n .rt, ËV;--
lll , Regular los procedimientos de serección, ingreso, formación,actualización, capacitación, permanencia, evaruacióñ, iããono.¡riento,
certificación y registro de los servidores públicos de las lnstituciones deSeguridad Pública Estatales y Municipaies;
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lV. Establecer y controlar bases de datos criminalísticos y de personal;

V. Realizar acciones y operativos conjuntos;

Vl. Realizar las demás acciones que Sean necesarias para incrementar

la eficacia en el cumplimiento de los fines de la Seguridad Pública'

Artículo 6.- Las acciones que desarrollen las autoridades competentes

de la Seguridad Pública en el Estado y los Municipios se coordinarán a

través de un sistema Estatal, mismo que se integrará con las

instancias, instrumentos, políticas, servicios y acciones previstos en

esta Ley, tendientes a cumplir los objetivos y fines de la seguridad

pública, de conformidad con lo que establece. el. artículo 21 de la
bonstitución General, la Ley Generaly la presente Ley.

Artículo 43.- Son lnstituciones en materia de seguridad Pública:..1'

Estatales:a)LaComisiónEstataldeseguridadPúblicab)LaFiscalía
General del Estado de Morelos, y c) El Secretariado Ejecutivo; ll'

Municipales: a) El área responsable de la seguridad pública en los

MuniciPios.

Artículo 162.- En la Procuraduría, existirá una unidad administrativa

que fungirá como órgano de control interno, investigación, v,igilancia,

supervlsìón y evaluäción técnica-jurídica, denominada Visitaduría

General, la cúal, previa la investigación de los hechos denunciados, y

en su caso, el desahogo del procedimiento administrativo

correspondiénte, someterá al-Consejo de Honor y Justicia que para tal

efecto se constituya, la propuésta de sanción derivada del

procedimiento previsio en su propia Ley Orgánica en concordancia con

lo disPuesto en la Presente LeY'

Artículo 170.- En todo asunto que conozca la Visitaduría General se

seguirá el procedimiento establecido por la Ley Orgánica de la

Prõcuraduría General de Justicia y su reglamento'

Artículo 175.- la Visitaduría General y las Unidades de Asuntos

lnternos, ejecutarán las resoluciones que tome el consejo de Honor y

Justicia y notificarán al elemento en proceso, y una vez que queden

firmes, úigilarán y se coordinarán con las áreas administrativas y

operatival correépondientes en lo relativo a la suspensión ó

destitución, descuentos de adeudos, resguardos e inventario de

equipo, inscripción en el sistema Nacional de Personal de seguridad

Púbtica y otras medidas conducentes, su incumplimiento dará lugar a

las sanciones previstas por la Ley Estatal de Responsabilidades'

Artículo 176.- La Fiscalía, la Comisión Estatal de Seguridad Pública,

la Coordinación Estatalde Reinserción Socialy las áreas de Seguridad

Pública Estatal y Municipales, contarán con un Consejo de Honor y

Justicia, el cual óonocerá y resolverá los asuntos que le sean turnados

por la Visitaduría y las Unidades de Asuntos lnternos, una vez que Se

iraya agotado todo el procedimiento establecido en esta Ley y las

demás ãplicables, dentro de los plazos establecidos por la misma'

De cuyo conten¡do se obtiene que la LSSPEM, tiene por

objeto regular la integración, organización y funcionamiento del

Sistema Estatal de Seguridad Pública, establecer las
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competencias y bases de coordinación entre el Estado y los
Municipios, y entre éstos con ra Federación, ros Estados de ra
República y la ciudad de México, con disposiciones de orden
público e interés sociar y de observancia generar en todo er
territorio estatar; que ras rnstituciones en materia de seguridad
Pública, son ra comisión Estatar de seguridad púbrica, ra
Fiscalía General del Estado de Morelos, el secretariado
Ejecutivo, así como el área responsabre de la seguridad
pública en los Municipios, quienes se coordinarán para
formular políticas integrales, sistemáticas, continuas y
evaluables, así como programas y estrategias, en materia de
seguridad pública, ejecutar, dar seguimiento y evaruar las
políticas, estrategias y acciones, a través de las instancias
previstas en esta ley, regular los procedimientos de selección,
ingreso, formación, actuar izacion, capacitación, permanencia,
evaluación, reconocimiento, certificación y registro de los
servidores púbricos de ras rnstituciones de seguridad púbrica

Estatales y Municipales, establecer y controlar bases de datos
criminalísticos y de personar , reafizar acciones y operativos
conjuntos, y, reatizar las demás acciones que sean necesarias
para incrementar ra eficacia en er cumprimiento de los fines de
la Seguridad pública.

Dicha función de seguridad púbrica se encuentra a
cargo del Estado y los Municipios, la cual no podrá ser
concesionada a particulares bajo ninguna circunstancia, y
tiene como fines sarvaguardar ra integridad y derechos de ras
personas, así como preservar las libertades, el orde n y la paz
públicos. comprende la prevención especial y general de los
delitos; la investigación para hacerla efectiva; la sanción de las
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infracciones administrativas; la investigación y la persecución

de delitos y conductas antisociales tipificadas como tales; la

reinserción social del individuo y Ia reintegración social y

familiar del adolescente, en términos de la LSSPEM, en las

respectivas competencias establecidas en la Constitucion

Potítica de /os Esfados lJnidos Mexicanos, la Constitucion

Política det Estado Libre y soberano de Morelos, y las demás

leyes aplicables a la materia.

De lo que se sigue, que al no haber establecido el

legislador la figura de la prescripciÓn de las facultades

punitivas derivadas de los procedimientos de responsabilidad

administrativa instruidos a los elementos de seguridad pública,

en la LSSPEM y su Reglamento, lampoco en el Reglamento

del seruicio Profesional de carrera Poticial de la comision

Estatal de Seguridad Publica, el Regtamento Específico de

Funcione.s de la Comision Estatal de Seguridad Pública, ni en

la LJUSTICIAADMVAEM, a fin de procurar los derechos

humanos de seguridad y certezajurídica de los elementos de

seguridad pública adscritos a la comisión Estatal de seguridad

Pública y Municipios, en observancia a los artículo 1o, 16 y 17

de la constitución Potítica de /os Esfados unldos Mexicanosy

25 dela Convencion Americana sobre Derechos Humanos, de

los que se obtiene que en los procedimientos administrativos

disciplinarios es obligación de los juzgadores salvaguardar el

derecho humano y la protección judicial, favorecer en todo

tiempo a las personas con la protección más amplia e impartir

justicia pronta y expedita, por lo cual, resulta inadmisible que

la potestad para imponer sanciones no esté sujeta a limitación
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temporal alguna, pues ello podría dar lugar a la arbitrariedad
en la prosecución de ros hechos reprochabres y generar
incertidumbre entre ros erementos de seguridad púbrica, ante
la posibilidad de que pudiera sancionársetes en cuarquier
momento futuro; cuestión que debe vedarse

En ese sentido, de ra interpretación de ros preceptos
antes transcritos de ra LSSpEM, en cuanto establecen como
uno de los fines de ra seguridad púbrica, ta sanción de ras
infracciones administrativas en términos de esa Ley y ras
demás leyes apricabres a ra materia, se determina que et prazo
prescriptivo extintivo aplicabte para el inicio det procedimiento
de responsabilidad de los íntegrantes de los elementos de
seguridad púbrica der Estado y sus Municipios, es er
establecido en la
para el Estado de Morelos.

Esto obedece a que ra LSS'EM, forma parte der
compendió de leyes del actual sistema Estatal Anticorrupción;
así se establece en su dispositivo primero:

Artículo 1. La presente Ley es de orden púbrico y de observanciageneral en el Estado, de Moreros, y tienä po' obuto normar rasdisposiciones contenidas en el ríiuío séptimo de la constituciónPolítica del Estado Libre y Soberano de Morelos, en concordancia conla Ley del sistema Anticorrupción der Estado o" uóiãros, ra LeyGeneral de Responsabiridades Administrat¡vas 
- 
v demásnormativa apricabre, para estabrecer r", iårõonsabiridadesadministrativas de ros servidores púbricos, ,r, ;õ;ciones, fassanciones aplicabres por ros actos u omisioné, un qrã ãJos incurrany ,l"l .que. correspondan a ros particurares vincurados con fartasadministrativas graves, así como ros pto""oirËnio. para suaplicación.

(Lo resaltado no es de origen)
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Entonces, debe considerarse que Ley de

Respons abitidades Administrativas para el Estado de

Morelosl7, eS la que resulta aplicable en cuanto a la

determinación de los plazos de la prescripción en los

procedimientos disciplinarios de los elementos de seguridad

pública del Estado y sus Municipios, en concordancia con el

artículo 134 de la Constitución Política del Estado Libre y

Soberano de Morelos, que establece el Sistema Estatal

Anticorrupción, como instancia coordinadora entre las

autoridades competentes en la prevención, detección,

investigación y sanción de responsabilidades administrativas y

hechos de corrupción. Legislación que resulta aplicable,

además, por ser la que se encontraba vigente en la fecha en

que sucedieron los hechos que dieron motivo a las faltas

administrativas imputadas; es decir, el dieciocho y

diecinueve de agosto de dos mil veintiunols.

Así tenemos que el artículo 56 de la Ley de

Respons abitidades Administrativas para el Estado de Morelos,

dispone en su primer Párrafo:

Artículo 56. Para el caso de Faltas administrativas no graves, las

facultades de La SecretarÍa o de los Órganos internos de control para

imponer las sanciones prescribirán en tres años, contados a partir

deldía siguiente alque se hubieren cometido las infracciones, o a partir

del momento en que hubieren cesado.

Ergo, el plazo de la prescripción punitiva de la autoridad

demandada, es de tres años, contados a partir del día

17 Publicada el diecinueve de julio del2017 en el Periódico Oficial 5514.

1E Fojas 18 del anexo denominado lntegrada en el Cuadernillo de Resguardo

TJA/s"S ERA/J RAEM-O 1 3/2023.
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siguiente al que se hubiere cometido la infracción o a partir del
momento en que le hubieren cesado.

En esa tesitura, determinada la disposición y plazo
aplicable, tal y como lo hizo la autoridad responsable se
adviefte que no se prescribíó la facuttad punitiva, ya que los
hechos que motivaron la sanción impuesta a la demandante
por el consejo de Honor y Justicia de ta secretaría
Municipal de seguridad pública y protección ciudadana
del Ayuntamiento de cuaufla, Morelos, acontecieron el
dieciocho y diecinueve de agosto de dos mil veintiuno; en
tanto, el fallo emitido por el

mencionado fue el veinticinco

órgano colegiado antes

de octubre de dos mil
veintidós, sin que cumplieran los tres años antes referidos

Lo expuesto tiene apoyo tal y como lo sustentó la
autoridad responsabre, en el siguiente criterio jurisprudencial.

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS
SERVIDORES PÚELICOS. LN CONSECUENCIA DE QUE LA
AUTORIDAD NO RESUELVA EL PROCEDIMIENTO NÈSPCCTIVO
EN EL PLAZO PREVISTO POR EL NRTÍCU¡-O Zr, TNEICIéiJiU,DE LA LEy FEDERAL RELATTvA (eenocÂoÀ), ES LA
PRESCRIPCIÓru DE SU FACULTAD PUNITIVA Y NO LA
CADUCIDAD DE DICHO PROCEDIMIENTO POR INACTIVIDAD
PROCESALl9.

El artículo 34 de la Ley Federar de Responsabiridades Administrativas
de los servidores públicos, vigente hasta el 1g de julio de 2012,
dispone que el plazo para que prescriba ra facurtad'punitiva de ra
autoridad es de 3 o 5 años, dependiendo de ra gravedad de ra
infracción, según el caso, el cual 

'empieza 
a correr ün, uu= que se

cometa ésta y se suspende con los actos procesales que se realicen,
reanudándose desde..el día siguiente al en que se hub¡ere practicado
el último acto procedimental o realizado la última promociðn; por su
parte, el artículo 21,fracción lll, del ordenamiento indicado fija ei plazo
de 45 días, con la posibiridad de ampriarro por otro iguar, para que ra

æ Época: Décima Época. Registro: 2018416.lnstancia: Pleno. Tipo de Tesis: Jurisprudencia.
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 60, Noviembre de 201g, Tomo LMateria(s): Administrativa. Tesis: p./J.31IZO1B (10a.). página: ti-.' -'

32



TIA
TRIBUNAL DE JUS|TCI,A ADMINISIRAfiVA

DEL ESIADO DE MORELOS

TJA/s"S E RA/J RAE M.O 1 3 I 2023

autoridad dicte la resolución correspondiente, sin establecer una

conseçuencia para el casO de que no Se resuelva en ese plazo. En ese
sentido, de la interpretación conjunta de los preceptos referidos se
advierte que la consecuencia de que la autoridad no resuelva el

procedimiento en el plazo legal es la prescripción de su facultad
punitiva y no la caducidad del procedimiento por inactividad procesal;

de esta manera, el plazo atinente a la prescripción inicia una vez que

Se cometa la infracción, Se Suspende con los actos procesales que se

realicen y se re¡nic¡a automáticamente el día siguiente a aquel en que

se dejó de actuar, incluido el incumplim¡ento al plazo de la autoridad
para la resolución del procedimiento disciplinario, pero únicamente por

el tiempo remanente del plazo total prescriptivo, es decir, si la

autoridad no resuelve dentro de los 45 o 90 días previa justificación, la

consecuencia será la prescripción de su facultad Sancionatoria,

siempre y cuando haya transcurrido el plazo genérico de 3 años o de

5 años, dependiendo de la gravedad de la infracción cometida; cabe
destacar que el hecho de que la autoridad no resuelva en el plazo

respect¡vo el procedimiento sanc¡onatorio, podría significar un
incumplimiento en sus obligaciones y deberes, por el que podría
hacerse acreedora a ta sanción disciplinaria que corresponda de

conformidad con la fracción XXIV del artículo 8, en relación con el

diverso 17, de la ley de la materia. Aunado a lo anterior, la autoridad

responsable del procedim¡ento sancionator¡o no podrá emit¡r ningún

otro acuerdo o acto tendente a interrumpir el plazo prescriptivo o

dirigido a dilatar la resolución correspondiente, pues es un

procedimiento en el que ya se ha cerrado la instrucciÓn, existe la

audiencia respectiva y únicamente está pendiente el dictado de la
resolución en la que se determine la existencia o no de las

responsabilidades fincadas al servidor público de que se trate, lo que

genera seguridad y cerleza jurídica tanto a la ciudadanía como al

þropio servidor público investigado, pues se sabe con exactitud el

momento en que la autoridad ya no podrá realizar alguna acción en

contra del servidor Sujeto a un procedimiento Sancionatorio o, en Su

caso, imponer la sanción correspondiente.

(Lo resaltado no es de origen)

Así las cosas, tal y como previamente se adelantó aún

y cuando la autoridad demandada no explicó a detalle,

porque aplicaba el artículo 56 de la Ley de Responsabilidades

Administrativas del Estado de Morelos y la improcedencia del

artículo 200 de la LSSPEM; como en líneas anter¡ores se hizo,

ello no conlleva la declaración de nulidad del acto impugnado,

porque al final el excederse en los quince días de la

investigación no significa que, no se pudiera determinar el

inicio del procedimiento en contra del actor, menos aún que
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hubieran transcurrido tres años y se hubiera configurado la
prescripción y con ello la pérdida de facultad sancionadora.

Tercer agravio. se duele la parte actora de la falta de
exhaustividad y congruencia en el acto impugnado, porque
hizo valer que el plazo para resolver el procedimiento

administrativo fue excedido, en términos del artículo 172 de la
LSSPEM, guê señala que todo procedimiento deberá ser
resuelto en un término no mayor de setenta días hábiles,
contados a partir de la presentación de la queja ante la unidad
de Asuntos lnternos; siendo que la autoridad demandada
omitió pronunciarse respecto a dicho agravio.

ANÁLISIS DEL AGRAVIO. ES iNfUNdAdO C

inoperante lo manifestado por el actor.

Para una óptima claridad se precisa que, en el acto
impugnado, la demandada a fojas 10420, hizo una síntesis del
agravio segundo del actor, en donde sí aludió el contenido del
artículo 172 de la LSSpEM; posteriormente al reverso de la
foja 10521, apuntó una serie de manifestaciones para

descalificar las manifestaciones del actor y que para mejor
ilustración se transcriben a la letra

"De igual forma se advierte at anárisis del segundo agravio que tales
consideracrbnes son insuficientes para combatir Ia rãsolucion que se
recurre Io anterior es de considerarse así, toda vez que se ha
r-ealizado ya su estudio al tema de la prescripcion por cuanto, a la
facultad sancionador_a por parte det consejo de Honor y ¡usficia,por lo cual es infundado el agravio esgrimldo. euedando-claro enel análisis especifico al tema de Ia prelcripción que no se actúa a
capricho ni mucho menos se viola et principio de iegalidad ya que Ia

20 Del cuadernillo de Resguardo TJA/SaSERA/JRAEM-013 12023.

2r Del Cuadernillo de Resguardo TJA/SaSERA/JRAEM-01 3 12023.
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resolución ha sido fundada y motivada en cuanto a la facultad

sanlionadora que tiene la lJnidad de Asuntos lnternos por cuanto, a la

temporatidad, realizando un análisis a la Ley General de

Reiponsab itidades Administrativas que estiputa que la prescripción de

ta facultad sancionadora de la autoridad se' actualiza en IRES AÑOS,

por lo tanto como ha quedado pertechmente establecido en líneas
'que 

antecede, que esta Autoridad por cuanto al termino que
pt""r" Ia tey a efecto que opere ta prescripción cuenta con |RES
hñOS ,¡NINflERRUMPI,DOS tal y como to establece la Ley en cita,

en consecuencia de lo anterior en e/ caso que nos ocupa la
prescripción no opera en favor del elemento suieto a procedimiento

   y por el contrario esta autoridad

sancionadora aÚn se encuentra en tiempo para materializar la sanción

a que haya efecto pronunciarse por cuanto a los hechos realizados por

pa,rte et'elemento' suieto a procedimiento. por ende es inoperante el
'agravio 

antecitado, lo anterior se acredita con la siguiente..." (sic)

(Lo resaltado no es origen)

Así tenemos que, si bien en Io preinserto no se

mencionó específicamente el contenido del ordinal 172 de la

LSSPEM; ello no quiere decir que haya existido falta de

exhaustividad y congruencia; ya que como se desprende de lo

hecho valer por el actor en el recurso de revisión y que la

demandada mencionó en el acto impugnado, se quejó que en

base a dicho precepto legal, el procedimiento que se le siguió

tendría que haberse resuelto en un plazo no mayor de setenta

días hábiles; sin embargo ¡a responsable se había excedido al

haber transcurrido siete meses y que por eso se había

extralimitado en Sus funciones; en tanto el pronunciamiento de

la autoridad demandada consistió como se advierte en que,

sus consideraciones eran insuficientes al haberse analizado

con antelación (al examinar el agravio primero) la figura de la

prescripción, lo cual así sucedió, y este Tribunal ya indicó

previamente fue acorde con la normat¡vidad aplicable y con el

pronunc¡amiento de la autoridad jurisdiccional federal que se

citó. Es entonces que, el beneficio que se pudiera haber

obtenido porque la responsable superó los setenta días
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tutelados por el artículo 172 de la LSSPEM, sería la
prescripción de la facultad sancionadora, misma que había
sido explicada su

demandada.

improcedencia previamente por la

En las relatadas consideraciones, se concluye que son
inoperantes e infundadas las razones de impugnación de la
parte actora; por ende, se declara improcedente el presente
juicio de nulidad y se confirma la legalidad y validez del acto
impugnado consistente en la resolución de fecha veintitrés de
noviembre de dos mil veintidós, emitida en et recurso de
revisión cHyJ/OO212022, por el presidente del consejo de
Honor y Justicia de la secretaria Municipal de seguridad
Pública y Protección ciudadana del Ayuntamiento de
cuautla, Morelos, mediante la cual se confirmó la resolución
de fecha veinticinco de octubre de dos mil veintidós,
expedida por el consejo de Honor y Justicia de la
secretaría Municipal de seguridad pública y protección

ciudadana del Ayuntamiento de cuaufla, Morelos, en el
expediente uAl/0l8-p/0s-2022; en la que se decretó la
remoción del cargo eremento    

adscrito a la Dirección de Vialidad, al no cumplir con el
requisito de permanencia consistente en acreditar la
evaluaciones y exámenes de control de confianza, sin
responsabilidad para la institución.

7.6 Pruebas

solo la parte actora ofreció y ratificó sus pruebas, en

tanto a la autoridad demandada, se le declaró fenecido su
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derecho para hacerlo

7.6.1 Pruebas de la Actora

1.- La Documental: Consiste en c

de fecha veinticuatro de noviembre

de la resolución definitiva de I

noviembre de dos mil veintidót

recurso de revisión del expediente

2.- La Documental: Consiste en t

certificadas, constante de una foja

su certificación, misma que (

Comprobantes Fiscales Digitales ¡

de n   M¡llá

siguientes:23

. Dieciséis al treinta Y uno d

veintidós.

. Primero al quince de no\

veintidós.

. Dieciséis al treinta de n

veintidós.

3.- La Documental: Consiste

certificadas constantes de cien

TJA/s"SER A/JRAEM-o1 312023

édula de notificaciÓn

de dos mil veintidós,

echa veintitrés de

¡, dictada dentro del

GHyJ/00 2t2022.22

res legajos de coPias

útil cada una, según

;orresponden a los

¡or lnternet a nombre

,r1, de los Periodos

octubre de dos mil

iembre de dos mil

iembre de dos mil

en juego de copias

veintidós fojas útiles,

Ss
r¿ ô,)

çJ lq.
t/1e

'¡'t qJ

E.Ê
çt

$Ë\c)Õ()
;Tf
-Þ(Y)- sùôrÈ

ñ Ërl
z

22 Fojas 19 a la 22 del expediente principal.
23 Fojas 49 ala 51 del presente expediente
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según su certificación, mismas que corresponden al
procedimiento número UAI/OI g-ptOS-20234

Respecto a estas probanzas se tes confiere valor
probatorio pleno en términos de lo dispuesto por el artícul o 437
primer párrafo2' del cpRoclvlLEM, de apticación supletoria
con fundamento en er artícuro 726 de ra LJUSTTCTAADMVAEM,
por tratarse de la original y copias certificadas emitidas por
autoridad facultada para tal efecto, respectivamente y no haber
sido impugnada por nínguna de las partes.

8. ESTUDIO DE LAS PRETENSIONES

8.1 El demandante reclamó.

La nulidad lisa y llana de la resolución del recurso de
revisión de fecha veintitrés de noviembre de dos mit
veintidós, en la cual se confirman todos y cada uno de
los puntos resolutivos contenidos en la resolución de
fecha veinticinco de octubre de dos mil veintidós,
emitida por el consejo de Honor y Justicia de la

2a lntegrada en el cuadernillo de Resguardo TJA/sasERA/JRAEM_O1 3 lzo23.
2s ARTlcuLo 437" Documentos públicos. son documentos públicos los autorizadospor funcionarios públicos o deposìtarios de la fe pública, oéntio de los límites de sucompetencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. renoøn ãsiecarácter tanto los originales como sus copias auténticas tiirãd", y áutorizã¿ãs-pårfuncionarios que tengan derecho a certificar.

26 Artículo 7. Los iuicios gue se promuevan ante el rribunal se sustanciarán yresolverán con arregro a ros procedimientos que señara esta Ley.i f;" ffiõårciu,.,expresa y en cuanto no se opong_a a lo que prevé este ordenämiento, se estar¿ ãlodispuesto por elCÓdigo Procesalbivil para el Estado r¡ore v óoo"rano de Morelos; enmateria fiscal, además a la Ley General de Hacienda det Esiadó de Moretos, ðl-óoiiõoFiscal del Estado de.Morelos, la Ley General de Hacienda Municipal del Estado de
["-i".1"_1 

y 
]a lev.o.decreto que creâ un organismo descentralizado cuyos actos selmpugnen; en materia de responsabilidad de los servidores públicos a la tey estatal enla materia, en lo que resulten aplicables.
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Secretaría Municipal de Seguridad Pública

Protección Ciudadana del Ayuntamiento

Cuautla, Morelos.
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Lo que resulta improcedente de conformidad a lo

discursado en el capítulo que antecede.

8.2 Respecto a las pretensiones consistentes en:

8.2.1 El pago de la indemnización constitucional.

Es improcedente por las siguientes consideraciones:

Cabe mencionar que la reinstalación en el caso de los

elementos de seguridad pública es improcedente; porque la

reincorporación de los elementos policiales está prohibida en

términos del aftículo 123 apartado B, fracción Xlll, de la

Constitución Política de /os Esfados Unidos Mexicanos, que

dispone:

Articulo 123.- Toda persona tiene derecho al trabajo digno y
socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la
organización social de trabajo, conforme a la ley.

B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores:

Xlll. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del
Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones
policiales, se regirán por sus propias leyes.
Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las
instituciones policiales de la Federación, las entidades federativas y los
Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los
requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para
permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en
responsabilidad en el desempeño de sus funciones. Si la autoridad
jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o
cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada,
el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás
prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso
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proceda su re¡ncorporac¡ón al servicio, cualquiera que sea el
resultado deljuicio o medio de defensa que se hubiere promovido.

(Lo resaltado fue hecho por este Tribunal)

Precepto constitucional del cual emana que aún y
cuando en el presente asunto se hubiera logrado la nulidad del
acto impugnado, sería improcedente la reincorporación del

actor y la autoridad demandada solo estaría obligada a pagar

las indemnizaciones y demás prestaciones a que tuviera
derecho; sin embargo, como se aprecia el presente juicio de
nulidad no prosperó y la remoción de la parte actora resultó
legal.

cabe mencionar que la indemnizaciónde tres meses se
percepciones y de veinte días serían procedentes únicamente

ante una separación injustificada, lo que en el presente asunto

no se demostró. Esto es asÍ, precisamente en términos del

artículo 123 apartado B, fracción xlll, de la constitucion
Política de los Esfados lJnidos Mexicanos antes trascrito y el

artículo 69 de la LSSPEM, que dice:

Artículo 69.- Los integrantes de ras lnstituciones de Seguridad
Publica y sus auxiliares, podrán ser separados de su carg-o si no
cumplen con los requisitos de las leyes vigentes, que en el momento
de la separación señalen para permanecer en las lnstituciones, sin que
proceda su reinstalación o restitución, cualquiera que sea dtjuicio
o medio de defensa para combatir la separación, y en su caso,
sólo procederá la indemnización, que será otoigada por un
importe de tres meses de salario otorgada por la resolución
j urisdiccional correspondiente.

(Lo resaltado es de este Tribunal)

Lo sustenta en sentido contrario el siguiente criterio
jurisprudencial establecido por la suprema cofte de la Nación

en la Jurisprudencia con número de Registro 2013440, Tesis:
40
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2a.lJ. 19812016 (1 0a. ), en Materia Constitucional, Décima

Época, lnstancia: Segunda Sala, publicada en el Semanario

Judicial de la Federación, misma que a la letra señala:

SEGURTDAD PÚBLlcA. LA lNDEMNlzAclÓN PREVISTA EN EL

ÃRiicùLô- 12J, AeARTADo F, FRAcclóN Xlll, SEGUNDo

FÀnnero, oe úR coNSTlTUclÓN PoLiTlcA DE Los ESTADoS

UNTDOS ndeXlCt¡tOs, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE

SUELDO y DE 20 oíné pOn CADA AÑO LABORADO IABANDONO
óe us TESTS DE JURISPRUDENcIA 2a.tJ.119t2011 Y AISLADAS

2a. LXIN2011,2a. LXX/201 1Y 2a. XLVU2013 (f 0a') (-)l'
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En una nueva reflexión, la segunda sala de la suprema corte de

Justicia de la Nación abandoña el criterio contenido en las tesis

indicadas, al estimar que conforme al artículo 123, apaftado B, fracción

ïlti, ;gúdo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos

Hn"xica'nos, el Constituyente otorgó a favor de los agentes del

Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones

óåìi"i"i"r de ta Federatión, el Distrito Federal, los Estados y los

äìunicipios, elderecho al pago de una indemnización en el caso de que,

a través de una r"roiu"Ión emitida por autoridad jurisdiccional

competente, se resuelva que su separación o cualquier vía de

terminación del servicio de ia que fueron objeto resulta injustificada;

àlio, pàr" no dejarlos en esiado de indefensión al existir. una

óráh¡[iciOn aUsoiuta Ae re¡ncorpofa¡os en.e¡sery¡ciq. Además, de
vierte la obligación del

iãgi;faåor secundario de fijar, dentro de las leyes especiales que se

á'i¡t"n a nivel federal, estátal, municipal o en el Distrito Federal, los

montos o mecanismos de delimitación de aquellos que, por concepto

de indemnización, corresponden a los servidores públicos ante una

ierminación injustificada del servicio. Ahora bien, el derecho

indemnizatorio debe fijarse en términos íntegros de lo_dispuesto por la

Constitución Federal, þues el espíritu del Legislador Constituyente' al

inófuit "f apartado Ei dentro del artículo 123 constitucional, fue

reconocer a los servidores públicos garantías mínimas dentro del cargo

o puérto que desempeñaban, sin importar, en su caso, la naluraleza

ùiiãi." de la relación que mediaba entre el Estado -en cualquiera de

Lus niveles- y el servidor; por tanto, si dentro de la aludida fracción Xlll

såìsia¡iecå el oerectro'oq reg¡h,¡r una inaemn¡zqc¡on en-caso qe

9.e o.cualqu¡er otra forma 'de
t¡figada v. qo.r s1l Parte' 9n laq

anismos suficientes Para fijar el

monto de ese concepio, es inconcuso que deberá recurrirse a lo

dispuesto, como sistema normativo integral, no sólo al apartado B, sino

también al diverso apartado A, ambos del citado precepto

constitucional; en esa tesitura, a fin de determinar el monto

indemnizatorio a que tienen derecho los agentes del Ministerio Público,

tos peritos y los miembros de las instituciones policiales, debe

recurrirse a la fracción XXll del apartado A, que consigna la migma

razônjurídica que configura y da contenido a la diversa fracción Xlll del

apartádo B, a saber, 
-el 

resarcimiento de los daños y perjuicios
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ocas¡onados por el patrón particular o el Estado ante la separacióninjustificada y sea ra rey o, en 
.su. 

caso, ra propia constitución, ra queestabrezca ra ímposibiridad jurídica 'oð -r"inrtaración. 
Bajo esasconsideraciones, es meneste-r þrecisar qr" iã nipotesis normativa derartículo 123, apartado A, fracción XXii, qrq señala que ,,la leydeterminará ros casos en que er patrono Ëãor¿ ser eximido de raobligación !e cumprir er contraio, mediante er pago de unaindemnización", deja ra derimitación dei ,ðnlo que por concepto deindemnización deberá cubrirse at traoa¡aáãl'" rr ley reglamentaria,constituyéndg.r-g 

"n 
et parámetro mínimó qu" 

"l 
patrén pãgãrã pà,. 

"ldespido injustificado y, más aún, cuando rã1" rioera oe-tã-ourigã-.ionde reinstarar ar trabajador ar. puesto qul-u"n-ia desempeñando; portanto, si ra rey regramentar¡a der murticriäào åp"rt"oo A, esto es, ra LeyFederal del Trabajo, respeta como mínimo c'onstitucional garantizadopara efectos de la indemnización, el conten¡oo en la fracción XXll delapartado A.en su generaridad, empero, pr"ue er pago adicionar deciertas prestaciones bajo ras circunstanô¡ås-especiares de que es rapropia norma quien releva al patrón oe ra ãor¡éãción de reinstatación -cumprimiento fozoso der contrato- aun cüando er oérp,oã- .",injustificado, se concruye que, a efecto de determinar er monto quecorresponde a los servidores públicos sujetos al régimen .onrt¡trðionrlde excepción contenido en er artícuro iü,-"i^rtado B, fracción X¡r,segundo párrafo, de ra carta,Magna, resutia-äpticabre, .oro-rin¡,,,o,el monto estabrecido en er diver-.o 
"p*tåJJÃ, tracc¡ón XXil, y rosparámetros a ros que er propio coniiiirv"nie refirió ar permitir quefuese ra normatividad 'secundaria r;'ì;; ros derimitara. Enconsecuencia, ra indemnización engroba er pago de 3 meses oã satar¡oy 20 días por cada año de servicio,-sin qu" I"Ër.ruv, ra posibiridad deque dentro de algún ordenamiento legal'o 

"ãÃ¡nirtrativo 
a nivel federal,estatar, municipar o der Distrito Fedérar 

"rirtån 
normas que preveanexpresamente un monto por indemnización en estos ..roå, q..ié .oÀomínimo sea er anteriormente señarado, pues en tares casos seráinnecesario acudir a ra constitución, ;i;o-;;; ra autoridad apricarádirectamente lo dispuesto en esos ordenamientos.

Misma situación guardan ros emorumentos dejados de
percibir desde la fecha de separación, al considerarse estos
una restitución de la parte actora en el goce de sus derechos,
en términos der segundo párrafo der artícuro gg de ra
LJUSTIcIAADMVAEM que dispone que ras sentencias
dejarán sin efecto el acto impugnado y ras autoridades
responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor
en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente
afectados o desconocidos; sin embargo al haberse declarado
improcedente el presente asunto, es obvio que no ha rugar a
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una restitución de derechos traducidos en el pago de su

retribución diaria hasta que se cubra el pago correspondiente'

Por ello cualquier reclamaciÓn que el actor haga a partir

de su remoción son improcedentes, toda Vez que, como Se

desprende de la presente sentencia en el capítulo siete se

declararon inoperantes las razones de impugnación hechas

valer por la parte actora y en consecuencia fue declarada la

validez del acto impugnado; siendo que las prestaciones por

el periodo de referencia sólo son procedentes ante una

separación injustificada, lo que en el presente caso no ocurrió,

como quedó explicado y sustentando con antelación.

8.3 Leyes que regulan las prestaciones

se procede al análisis de las demás reclamaciones

económicas que demanda la parte actora, en el entendido

que, corresponde a ésta última acreditar el derecho a recibir

las prestaciones reclamadas, ya Sea porque las percibía o

porque la ley señale que tiene derecho a ellas; si así se hace

incumbe a la demandada el demostrar que dio cumplimiento a

esas obligaciones, de conformidad con el segundo párrafo del

artículo 38627 CPROCIVILEM aplicado supletoriamente, en

27 ARTICULO 386.- Carga de la prueba. Las partes asumirán la carga de la prueba de

los hechos constitutivos de sus pretensiones. Así, la parte que afirme tendrá la carga de

la prueba, de sus respectivas proposiciones de hecho, y los hechos sobre los que el

adversario tenga a su favor una presunciÓn legal.

En casos de duda respecto a la atribución de la carga de la prueba, ésta se rendirá
por la parte que se encuentre en circunstancias de mayor facilidad para

þroporcionarla;-o, si esto no pudiere determinarse por el Juez, corresponderá a
quien sea favorable el efecto iurídico del hecho que deba probarse.
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términos del artículo 728 de la LJUSTIGIAADMVAEM, por ser
ella quien se encuentra en circunstancias de mayor facilidad
para proporcionarla y por tratarse de cumplimientos a su cargo
y, de colmarse, a ésta re favorece su acreditación.

Por otra pafte, se precisa que aqueilas prestaciones
que resulten procedentes se catcularán con fundamento en lo
dispuesto por la LSEGSocspEM y en lo no previsto por ésta,
en la LSERclvlLEM, lo anterior es así, en términos de ro
dispuesto en la LSSpEM, que en su articulo 105 establece lo
siguiente:

Artícuro 10s.- Las rnstituciones de seguridad púbrica deberángarantizar, ar menos tas prestaciones f,revistas como mínimaspara tos trabajadores arservicio det Estaäo dsMorero" v gãÄ"iäii.
de acuerdo a sus necesidades y con cargo a sus presupuestos, unanormatividad de régimen comprementaiio de seguridad sociar yreconocimientos, de conformidad. con lo previsto en el artíc ulo 123,apartado B, fracción XIll, tercer pârrafo, de l" constitución General.
Las controversias que se generen con motivo de ras prestaciones deseguridad sociar serán competencia der rribunar contenctso
Administrativo.

(Lo resaltado no es de origen)

como se desprende der precepto anterior, ros miembros
de instituciones se seguridad púbrica tendrán derecho ar

menos a las prestaciones previstas como mínimas para los
trabajadores al servicio del Estado

tesitura, la ley que establece las

de Morelos; en esta

prestaciones de los

28 Artículo 7. Los juÌcios que se promuevan ante el Tribunal se sustanciarán yresolverán con arreglo a los procedimientos que señala esta Ley. A falta dedisposición expresa y en cuanto no se opolrga ä Io que prevé este ordenamiento,se estará a lo dispuesto por el códigó prõcesal biuii p"r. el Estado Libre ysoberano de Morelos, en materia fisca[ además a ta Ley öãn"rái o" ììJã"iJ.i"r
!¡tado de Morelos, elcódigo Fiscaldel Estado oe lt¡oreloi, â a;y Generatde HaciendaMunicipal del Estado de Moreros, y la rey o decr"tä quã crea un organismodescentralizado cuyos actos se impúgnen; en materia de responsabilidad de losservidores públicos a la ley estatal en lahateria, en lo que ieirtien apticables.
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trabajadores al servicio del Estado es la LSERC¡V|LEM, pues

en su artículo Primero indica:

Artículo l.- La presente Ley es de observancia general y obligatoria

para el Gobiernó Estataly los Municipios del Estado de Morelos y tiene

por objeto determinar los derechos y obligaciones de los

trabajadores a su servicio...

(Lo resaltado no es de origen)
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8.4 Gondiciones de la relación adrninistrativa

Para el efecto de analizar las prestac¡ones económicas

que reclama el actor, resulta primordial determinar su

percepción monetaria, fecha de ingreso y terminación de la

relación administrativa.

De la demanda presentada por la parte actora, se

desprende que indica un salario mensual de  

     

Lo cual no fue controvertido por la autoridad

demandada; no obstante Io anterior de la prueba documental,

previamente valorada, consistente en:

2.- La Documental: Consiste en tres legajos de copias

certificadas, constante de una foja útil cada una, según

su certificación, m¡sma que corresponden a los

Comprobantes Fiscales Digitales por lnternet a nombre

de   , de los periodos

siguientes:30

2s Fojas 2 del expediente que se resuelve.
30 Fojas 49 ala 51 del presente expediente
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a Dieciséis al treinta y uno de octubre de dos mir
veintidós.

. Primero al

veintidós.

quince de noviembre de dos mil

. Dieciséis al treinta

veintidós.

de noviembre de dos mil

De los dos primero, donde se aprecia de cubrieron ros
periodos completos, se desprende que su remuneración
quincenal era de      

 .)' es decir mensualmente

   

 

Es entonces que ra percepción que se tomará en cuenta
en el presente asunto será esta última, al ser la que queda
demostrada y de mayor beneficio para la actora.

En esa tesitura, quedan sus remuneraciones de ra

siguiente forma

Salario mensual Salario

quincenal
diario

ïocante a la fecha de ingreso será el diecinueve de
febrero de dos mil veinte31, yâ que la actora así la refirió y fue
aceptada como ciefta por la demandada32.

31 Fojas 03
32 Fojas 45
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Asimismo, ninguna de las paftes refiere fecha de

terminación de la relación administrativa; sin embargo, el

demandante al momento de reclamar su prima de antigüedad

alude la fecha veinticuatro de noviembre de dos mil

veintidós.

Quedando de la siguiente manera las condiciones de la

relación administrativa para el cálculo las prestaciones:

8.5 Prima de antigüedad

El demandante reclama el pago de la prima de

antigüedad con la percepciÓn que se Ie venía pagando

La demandada argumentó que era improcedente por no

ajustarse a la hiPótesis legal.

El artículo 46 fracciones I, ll y lll de la LSERCIVILEM,

cuya aplicación ya fue explicada con anterioridad estatuye.

Artículo 46.- Los trabajadores sujetos a la presente Ley, tienen

derecho a una prima de antigüedad, de conformidad con las normas

siguientes:
l.- La prima de antiguedad consistirá en el importe de doce días de

salario por cada año de servicios;
ll.- La cantidad que se tome como base para el pago de la prima de

antigüedad no podrá ser inferior al salario mínimo, si el salario que
percibe el trabajador excede del doble del salario mínimo, se
considerará ésta cantidad como salario máximo;

47
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Fecha ingreso

Itima percepción diaria

Ultima percepción quincenal

Itima percepción mensual

Fecha de terminación de la relación administrativa

DATOS

19lfebrerol2020

24lNoviembrel2022



lll'- La prima de antiguedad se pagará a ros trabajadores que seseparen voluntariamente de su emplèo, siempre quu'À"y"n cumpridoquince años de servicios por ro menos. Âs¡mismo,te p"g;¿ a ros quese separen por causa justificada y a los que sean separados de sutrabajo independientemente de ra justifi.rö¡ón o ìn;rrt,tri."ción de raterminación de fos efectos del nombramiento; y '¿-'--"'-'

tv.-.

De ese precepto se desprende que la prima de
antigüedad se pagará a los trabajadores que se separen
voluntariamente de su empleo, a los que se separen por causa
justificada y a ros que sean separados de su trabajo
independientemente de ra justificación o injustificación de ra

terminación de los efectos der nombramiento.

Queda así comprobado el derecho de la parte actora a
la percepción de ese derecho al haber sido separado de su
cargo

Por lo que er pago de ra prima de antigüedad surge con
motivo de los servicios prestados únicamente hasta ra fecha
en que sea separado la parte actora de forma justificada o
injustificada; por ello es procedente desde el diecinueve de
febrero de dos mil veinte hasta el veinticuatro de
noviembre de dos mil veintidós.

Para el cálculo del pago de la prima de antigüedad a
razon de doce días de salario, se debe hacerse en términos de
la fracción ll del artículo 46 de la LSERGIVILEM antes trascrito,
es decir el doble de sarario mínimo vigente al momento de
darse por terminada la relación, ya que como se dijo antes, la
percepción diaria de la parte actora ascendía a 

   y et satario mínimo
diario en el año dos mil veintidós en el cual se terminó la
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relación con la parte actora es de  

    que multiplicado por

dos asciende a la cantidad de  

     Sirve de

orientación el siguiente criterio jurisprudencial:

i

Sci
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PRIMA DE ANTIGÜEONO. SU MONTO DEBE DETERMINARSE CON

BAsE EN Ëi-sn-unnro QUE PERCIBÍA EL TRABAJADoR AL

iÊñlvnr.ro DE LA RELAcIÓN LABoRAL'34

Enatenciónaquelaprimadeantigüedgdgsunaprestaciónlaboral
que tiene .orno-pr"tupuesto la terminación de la relación de trabajo y

el derecho 
" 

.u åtotgrmiento nace una vez que ha concluido el vínculo

laboral, 
"n 

i¿*inot"O" lot artículos 162, fracción ll, 485 y 486 de la

Ley Federal del Trabajo, su monto debe determinarse con base en el

salario qu" pãt.inia ér traoa¡ador al terminar la relación laboral por

renuncia, r,i"rt", incapacidaá o jubilación, cuyo límite superior será el

doble del salario minimo general o profesional viqente en esa

fecha.

(El énfasis es de este Tribunal)

El tiempo de prestación de serv¡cios fue de mil seis

días, como se aprecia de la siguiente tabla:

Â

EN S
SUMATORIA

TOTAL

19lNovl22
24lNovl22

al

19lFebl22
1ïl\ovl22

al

19/Feb/19
1ÙlFebl22

al

3650+270+1 5
730
02

02

270
09

09

MESES

06
06

06

DiAS

33

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachm-e¡t/file/686336/Tabla-de-Salarios-M-nimos

-v 
ig e nte s-a-pa rti r*d e l-1 

-d 
e-en e ro 

-de . 2022' pdf
? îesis oelur¡spru¿ãnã¡anatzoll. Ãprobada por la Segunda Sala de este Alto

Tribunal, en sesión privada deldos de mazo de dos milonce- Novena Época, Registro:

l62gig.lnstancia: Sàgunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Semanario Judicial de la

Federación y su Gacetã. XXXlll, Abril de à0t 1, Materia(s): LaboralTesis: 2a.1J.4812011

Página: 518. 
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Primero se obtiene et proporcionar diario de prima de
antigüedad para ro cuar se divide 12 (días de prima de
antigüedad al año) entre 365 (días al año) de lo que resurta er
valor 0.032876 (se utilizan 6
obtener la mayor precisión

aritméticas).

posiciones decimales a fin de
posible en las operaciones

Acto seguido se murtiptica ras dos sararios mínimos a
razon de    

   por 1,006 días (periodo proporcionar)
por 0.03287G (proporcional diario de prima de antigüedad
equivalente a 12 días por año).

cantidad que sarvo error u omisión invoruntario
asciende a     

      que deberá cubrir ra
autoridad responsable y

operaciones:

que deriva de las siguientes

Quedando ra autoridad demandada condenada ar
pago de esa cantidad por concepto de prima de antigüedad.

8.6 Sistema de Seguridad Social

Por cuanto ar pago retroactivo desde ra fecha de ingreso
hasta el cumplimiento de ta sentencia ante el lnstituto
Mexicano del seguro sociar o rnstituto de seguridad y

Total

x 1,006 x 0.032876

OPE c TOTAL
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Estatales o Municipales, y se cubrirán a través de las

lnstituciones que para cada caso proceda'

Por lo que resulta procedente condenar a la autoridad

demandada, al pago y exhibición de las constancias de alta y

pago de las cuotas obrero patronales al lnstituto Mexicano del

seguro $ocial (iMSS) o lnstituto de seguridad y servicios

sociales de los Trabajadores del Estado (lsssTE), del

diecinueve de febrero de dos mil veinte hasta el

veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós, fecha en

que estuvo en funciones el actor'

8.7 Vacaciones Y Prima Vacacional

Eldemandantereclamaelpagodevacacionesyprima

vacacional del año dos mil veintidÓs y los que se sigan

generando hasta el cumplimiento de la resolución definitiva'

La demandada argumentó que era improcedente en

virtud de que no se actualizaba el despido injustificado'

Por cuanto, a las vacaciones y prima vacacional, son

procedentes de conformidad con los artículos 33 y 34tu de la

LSERCIVILEM que establece dos períodos anuales de

vacaciones de diez días hábiles cada uno y el 25% sobre las

percepciones que correspondan; sin que estas prestaciones

36 Artículo 33.- Los trabajadores que tengan más de seis meses de servicios in-

interiumpidos disfrutarán Oeäos perÍoàos anuáles de vacaciones de diez días hábiles cada

uno, en las fechas en que se åeñalen para ese efecto, pero en todo çaso se dejarán

tu"rOi"r para la tramitåción de los asuntos urgentes, para las que se utilizarán de

f,referencia los servicios de quienes no tienen derecho a vacaciones'

Artículo 34.- Los trabajadoräs tienen derecho a una prima no menor del veinticinco por

ciento sobre los sala¡oé que les correspondan durante el período vacacional.
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servicios sociares de tos Trabajadores der Estado.

La autoridad demandada sostuvo que eran
improcedentes ar no actua|zarse er despido injustificado.

Así tenemos que, ros aftícuros 1 , 4 fracción r y 5 de ra
LsEGSocspEM3s, señaran que dicha tey tiene por objeto
normar las prestaciones de seguridad social que corresponden
a los miembros de ras rnstituciones poriciares y de procuración
de Justicia y tiene como fin garantizarres er derecho a ra sarud,
la asistencia médica, ros servicios sociares, er otorgamiento de
pensiones previo cumprimiento de ros requisitos regares; así
como la afiliación a un sistema principar de seguridad sociar,
como son er rnstituto Mexicano der seguro sociar o er rnstituto
de seguridad y servicios sociares de tos Trabajadores der
Estado y que las prestaciones, seguros y servicios citados,
estarán a cargo de ras respectivas rnstituciones obrigadas

3s Artículo l'- La presente Ley tiene por objeto normar ras prestaciones de seguridadsocial que corresponden a los miembros de las lnstituciones þoliciales y de procuraciónDe Justicia detailados en er artícuro z ãe. esta lãv, ro. ãr"'i". están sujetos a unarelación administrativa, con el_fin de garantizarle" 
"íå"rã"iäå ta salud, ta asistenciamédica, los servicios sociares, 

""ï 
ðoro aer otor!ãÃiån1o o" pensiones, previocumplimiento de los requisitos legales.

åf5|l',"i'¿å,?ïåi::"rt":e 
la presente Lev, en términos de ra misma, se res otorsarán

l'- La afiliación a un sistema-principalde seguridad social, como son el lnstitutoMexicano delseguro socialo el lnsìituto de seguridad y servicios sociales delos Trabajadores*del Estadã;

Artículo 5'- Las prestaciones, seguros y servicios citados en el artículo que antecede,estarán a cargo de. .ras. reJpectiúas rnstituciones oorigaaas Estatares oMunicipales' y se cubrirán de manera oirecta cuando así proceda y no sea con baseen aportaciones de ros.sujetos de ra Ley, mismo 
"".o 

pãr"io!ì¡.t"r", principares deseguridad social a través de las lnstituciónes que para cada caso proceda, tales comoel lnstituto Mexicano del. s-eguro social, ei lnst¡tuto de seguridad y servicios socialesde los Trabajadores der Estado, o er 
'rnstituto 

oe òreoiå-'påi" ros Trabajadores arServicio del Gobierno del Estado ¿e fvloreiãs, entre otras.
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Total
Vacaciones

 = 17.45 X
324X0 054794= 17.75 días

RespectoalaprimaVacacionalesel2S%dela
cantidad antes determinada, lo que nos arroja un total

  que la autoridad demandada deberá pagar al

demandante, lo que resulta de la siguiente operación:

8.8 Aguinaldo

La parte actora demanda el pago de aguinaldo

correspondiente al años dos mil veintidÓs, hasta que se de

cumplimiento a la sentencia.

La demandada argumentó que era improcedente en

virtud de que no se aclualizaba el despido injustificado'

Esta prestación es procedente de conformidad a los

artículos 42 primer párrafo37 y 45 fracción XVll38 de la

LSERCIVILEM.

38 Artículo *45.- Los poderes del Estado y los Municipios están obligados con sus

trabajadores a:

XVll.- cub.ir oportunamente el salario devengado, asícomo las primas, aguinaldo y otras

prestaciones que Oe manera ordinaria o extraordinaria se devenguen por los trabajadores;

]/54

37 Artículo *42.- Los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado o de los Municipios,

tendrán derecho " uñ-ãguiÃaldo anual de 90 días de salario. El aguinaldo estará

cãmprenOido en et presufiesto anual de egresos y se pagará,en dos partes iguales, 
-la

ói¡rãr" a más tardãr å f S O" diciembre y talegunda a má9 tardar el 15 de enero del año

siguiente. Aquéllos que hubieren laborado unaþarte delaño, tendrán derecho a recibir la

pãrte proporcionalde acuerdo con eltiempo laborado'

Tota
Op eraciones X 2 Ã
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puedan prorrogarse después del término de la relación
administrativa, ar haber sido decrarada ra separación regar.

Por ro tanto, si bien es ciefto que er actor tiene derecho
a recibir er pago por concepto de vacaciones y prima
vacacional, es procedente condenar únicamente del primero
de enero ar veinticuatro de noviembre de dos mir veintidós.
Habiendo trascurrido en dicho periodo trescientos veinticuatro
días, como se colige de la siguiente tabla:

Primero se obtiene er proporcionat diario de vacaciones
para lo cuar se divide 20 (dias de vacaciones ar año) entre 365
(días al año) de lo que resulta et valor o.os41g4(se utilizan 6
posiciones decimates a fin de obtener la mayor precisión
posible en las operaciones aritméticas).

Para conocer er número de días de vacaciones, se
multiplíca el periodo de condena J24 días, pof er proporcional
diario de vacaciones o.os47g4, dando como resultado 1T.Ts
días de vacaciones, y este numerat se murtiprica por er sarario
diario de     
dando la cantidad de    

   que deberá cubrirse a ra parte actora
por dicho periodo, ello con base a las siguientes operaciones

i

FË
üÞ-
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erÖ
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TOTAL EN
SUMATORIA

END
TOTAL

0 1 lNovl22 ct 24tNovl22

1 0/Enel22 a 3 1 tocU22

300
10

10

324
300+Zq

24
24
24

aritméticas
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Por lo expuesto, lo procedente condenar a su pago por

el pero solo del primero de enero al veinticuatro de noviembre

de dos mil veintidós, al haberse determinado legal la

separación.

Para lo cual se tiene que en ese lapso de tiempo

trascurrieron324 días, de conformidad a la tabla elaborada al

calcular las vacaciones.

Para conocer el computo respectivo primero se

multiplica la remuneración diaria de 
     por los noventa

días de aguinaldo que Ia ley prevé, para después dividirlo en

los trescientos sesenta y cinco días que componen el año y

finalmente multiplicarlo por los trescientos veinticuatro días,

obteniendo el resultado de    

   como se aprecia de la

siguiente operación, salvo error de carácter de aritmético:

Total
Operación  x 90/365.324

Cantidad que deberá cubrir la demandada al actor por

la prestación examinada.

8.9 lnstituto de Crédito de los Trabajadores al

Servicio del Estado de Morelos

La parte actora demanda la inscripción y pago

retroactivo hasta el cumplimiento de la sentencia ante el

Ss
r> q)

(J Èr-
úJþ'nu

s.F
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eÕ- $.)
ôlÉ
C\t td-¡
Ë
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lnstituto de Crédito de los Trabajadores al Servicio del Estado
de Morelos.

Esta prestación de seguridad social también está
conferida por la LSEGSoCSPEM en sus artículos 4 fracción
lf3e' 540 Y 27+t que reconoce como derecho de los elementos de
seguridad pública disfrutar de los beneficios que otorgue el
lnstituto de crédito para los Trabajadores al servicio del
Gobierno del Estado y la obligación de la demandada de enterar
sus aportaciones; por tanto es procedente la prestación
reclamada con la modaridad relativa a exhíbición del pago de
las aportaciones patronales; por tanto, es procedente
condenar a la demandada a la exhibición de las constancias
de las cuotas y aportacionesa2 enteradas a dicho organismo

3e Artículo *43'- Los trabajadores de base del Gobierno del Estado y de los Municipios
tendrán derecho a:

Vll'- Disfrutar de los benefrcios que otorgue el lnstituto de Crédito para tos Trabajadores alServicio del Gobierno del Estado, en suiaso;

a0 Artículo 5.- Las prestaciones, seguros y servicios citados en el artículo que antecede,
estarán a cargo de las respectivas lnstituciones Obligadas estatales o Mu;icip;le;, t;ecubrirán de manera directa cuando así proceda y nõ sea .on oã." en aportaciones delos sujetos de la Ley, mismo caso para los sistimas principalãs de seguridad sociaia
través de las lnstituciones que para cada caso proceda, taleå como el lnstituto Mexicano
del Seguro Social, el lnstituto de Seguridad y Servicios Sociales de tos rraoa¡aoóråiìet
Estado, o el lnstituto de Crédito pãra los Îrabajador"" ái éãrvic¡o det Gobierno detEstado de Morelos, entre otras.

a1 Attículo 27. Los sujetos de la Ley podrán disfrutar de los servicios que brinda el
lnstituto, de Crédito ogra..]os Trabajadores al Servicio del Gobierno del Estado, quien
otorgará todas las facilidades y promoverá con tas lnstituciones obligaoäJ-ìãs
Convenios de lncorporaciÓn necesarios, para que puedan acceder efectivamente a los
beneficios que otorga.
o' Lry del lnstituto Oe cteO¡to para los Trabajadores al Servicio del Gobierno del
Estado de Morelos
Artículo.*3. Para efectos de la presente Ley se entenderá por:

Xll' Ente obligado, al ente institucional incorporado conforme lo establece el artículo 25
de..la.presente Ley, y obligado a enterar las aportaciones, así como a retener a los
afiliados las cuotas y_ los pagos de las ambrtizaciones'respecto de los créditos
otorgados, enterando dichos conceptos para que el afiliado reciba los beneficior qr" 

"llnstituto otorga;
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pero solo del diecinueve de febrero de dos mil veinte hasta

el veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós,

considerando que se declaró legal la separación

8.10 Registro de esta sentencia

El artículo 150 segundo párrafoa3 de la LSSPEM señala

que la autoridad que conozca de cualquier auto de

procesamiento, sentencia condenatoria o absolutoria, sanción

administrativa o resolución que modifique, confirme o revoque

dichos actos, notificará inmediatamente al Centro Estatal de

Análisis de lnformación Sobre Seguridad Pública, quien a su

vez lo notificará al Registro Nacional del Personal de

Seguridad Pública.

En esa tesitura, una vez que la presente cause

ejecutoria; dese a conocer el resultado del presente fallo al

Centro Estatal antes citado para el registro correspondiente,

aún y cuando no haya favorable para el actor, por así ordenarlo

el precepto legal de referencia'

8.11 lmpuestos Y deducciones

Quedan pendientes de calcularse en el presente asunto

los impuestos y deducciones que en derecho procedan, ya que

=ËÊËJÈ
¡> q)

qJ H.
ú1 s'Ft tù

ËË
r{i qs
q")S

Õ()
<Ë
c.ì S(\¡

ñ Ëa;¡:

a3 Artículo 150.- El centro Estatal tendrá a su cargo la inscripción y actualización de los

integrantes de las instituciones de seguridad pública en el Registro N-acional del

perðonal de Seguridad Pública de confoimidad con lo dispuesto en la Ley General.

Cuando a los iñtegrantes de las instituciones de seguridad pública, o auxiliares de la

seguridad pública ãe les dicte cualquier auto de procesamiento, sentencia condenatoria

o ãOsolutoria, sanción administrativa o resolución que modifique, confirme o revoque

dichos actos, la autoridad que conozca del caso respectivo notificará inmediatamente al

Centro Estaial quien a su uer lo notificará al Registro Nacional. Lo cual se dará a

conocer en sesión de Consejo Estatal a través del Secretariado Ejecutivo'

i7



estas no quedan al arbitrio de este Tribunal o de alguna de las
partes, sÍno a ra rey que ras regure; eilo en base ar siguiente
criterio jurisprudencial 

:

DEDUCCIONES LEGALES. LA AUTORIDAD LABORAL NO CSTÁoBLTcADA A ESTABLEcERLAS eru Èf lÂúoo.oo
No constituye ilegalidad alguna ta om¡s¡on en l"-q-r" incurre la autoridadque conoce de un juicio raborar, ar no estaoiecer en er raudo rasdeducciones que por ley pudieran .ot*rpoÃãer a las prestacionesrespecto de ras que decrete conden", 

"n 
virtuo de que no existedisposición regar que así se ro imponga,'y-.o¡noì"res deducciones noquedan ar arbitrio derjuzgador, s¡noieúu"n o" ra rey que en cadacaso ras estabrezca, ra 

-parte 
condenad; 

";tá "n ioåiùirú;d ;"aplicar las que procedan al _hacer ãi-p"g. de las cantidadesrespecto de ras que se decretó condena;; contra conforme ala ley o leyes aplicables, sin neces¡ãJ ãå qu" la autoridadresponsabre ras señare o precise 
"rpr"""r"ni" "n 

su resorución.

(Lo resaltado es de este Tribunal)

De ahí que, corresponde a ra autoridad demandada y
a las que deban participar de ros actos de ejecución der

retenciones derivadas de ras rnstituciones de seguridad sociar
que correspondan de conformidad con la normativa vigente.

8.12 Cumplimiento

se concede a ra autoridad demandada un término de
diez días para que, de cumprimiento voruntario a ro ordenado
en el presente fallo, una vez que cause ejecutoria; apercibida
que, de no hacerlo así, se procederá a la ejecución forzosa en

presente fallo, calcular y
retenciones, incluyendo los

realizar las deducciones y

impuestos y en su caso

aa Época: Novena Época;_ Registro: 1g7406; rnstancia: Tribunares coregiados decircuito; Tipo de Tesis: Jurisprüdencia;-Fuente: semanar¡o ¡uà¡c¡al de la Federacióny su Gaceta; Tomo Vr, Novíembre oe iggz; Materia(s): Laborar; Tesis: r.To.T. Jr16.Página: 346 
rs\er¡ Lswvr qr, I tiùrù. l. / o. I . J/'lO,

SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMERcrRcutTo.
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términos de lo dispuesto por los artículos 90au y 91a6 de Ia

LJUSTICIAADMVAEM.

Al cumplimiento de este fallo están obligadas las

autoridades, que aún y cuando no han sido demandadas en el

presente juicio, por sus funciones deban intervenir en el

cumplimiento de esta sentencia'

En aval de lo afirmado, sê transcribe Ia tesis de

jurisprudencia en materia común número 1a.lJ ' 5712007 , visible

en la página 144 del Semanario Judicial de la Federación y su

Gaceta xxv, Mayo de 2007, correspondiente a la Novena

Época, sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de

Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

as Artículo 90. Una vez notificada la sentencia, la autoridad demandada deberá darle

cumplimiento en la forma y términos Previstos en la Pro pia resolución, haciéndolo saber

a la Sala correspon diente dentro de un término no mayor de diez días. Si dentro de

dicho plazo la auto ridad no cumPliese con la sentencia, la Sala, le requerirá para que

dentro del término de veinticuatro horas cumplimente eI fallo, apercibida que, de no

hacerlo así, sin causa justificada, se le impondrá una de las medidas de apremio Prevista
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en esta IeY.

a6 Artículo gl. si a pesar del requerimiento y la aplicaciÓn de las medidas de apremio

la autoridad s" niegaãiumplir lä sentencia'del Tribunal y no existe justificaciÓn legal

p"ä;ti",'ãi VtagiståOo lnitrùctor declarará que el servidor público incurriÓ en desacato'

;.;jüô a-su destitución e inhabilitación hasta por 6 años para desempeñar

cualquier otro empteo,;;gt" comisió-n dentro del servicio público estatal o municipal'

fn todo caso, la Sala procederá en la forma siguiente:

l. Si la ejecución consiste en la realizaciÓn de un acto material, la Sala podrá realizarlo'

en rebeldía de la demandada;
ll. Si el acto sólo puOiàt" ser ejecutado por la autoridad demandada y esta tuviere

suferior.¡erarquico, la Sala requerirá a su superior para que ordene la complementaciÓn

de la resoluc¡On; aperc'rO¡Oo quä, de no hacerio así, sin causa justificada, se le impondrán

las medidas de apremio previstas en esta ley;

lii. S¡ 
" 

pesar de l'os requärimientos al superior jerárquico, n-o se lograre el cumplimiento

àe la sentencia, y las medidas de apremio no iesultaren eficaces, se procederá en los

términos del párrafo primero de este artículo, y

lV. Para el debido cumplimiento de las sentencias, el Tribunal podrá hacer uso de la

luerza pública.
Ningún expediente podrá ser archivado sin que se haya debidamente cumplimentado la

rånien"ia y publicaäo la versión publica en la Pågina de lnternet delTribunal.
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AUTORIDADES NO SEÑALADAS COMO RESPONSABLES. ESTÁNOBLIGADAS A REALIZAR LOS NCTOS NECESARIOS PARA ELEFICAZ CUMPLIMIENTO DE LAE¡ÈCUTOR|A DE AMPARO.47
Aun cuando ras autoridades' no hayan sido designadas comoresponsables en eljuicio. de garantías, pero en razón de sus funcionesdeban tener intervención e-n er .rr'pr¡r¡"nto-oã'Ëãj".rtoria deamparo, están obrigadas a rearizar, dentro de ros ri-Åites de sucompetencia, todos ros actos necesar¡bs para er acatamiento íntegro yfiel de dicha sentencia protectora, y p.r" que rogre vigencia rear yeficacia práctica.

La condena de las prestaciones que resultaron
procedentes, se hace con la salvedad de que se tendrán por
satisfechas, aqueilas que dentro de ra etapa de ejecución ra
autoridad demanda acredite con pruebas documentares
fehacientes que en su momento fueron pagadas ar actor.

Lo anterior, con ra finaridad de respetar ros principios de
congruencia y buena fe guardada que debe imperar entre las
partes, pues si ras demandadas aportan erementos que
demuestren su cobertura anterior a ras recramaciones de ra
parte actora, debe tenerse por satisfecha ra condena
impuesta, pues de ro contrario se propiciaríaun dobre pago.

Lo cual guarda congruencia con ro estabrecido en er
artículo 715 del cpRoclvlLEM de aplicación complementaria
a la LJUSTICTAADMVAEM, er cuar en ra parte que interesa
establece:

ARTlcuLo 71s-- oposición contra ra ejecución forzosa. contrala ejecución de ra sentencia y conveniô ¡roiciat no ," admitirámás defensa que la de pago...

a7 Época: 
.Novena Época; Registro: 17260s; rnstancia: primera sara; Tipo de Tesis:Jurisprudencia; Fuente: semanario Judicial de 

l1F^edera"¡àn v ., Gaceta; Tomo XXV,Mayo de 2007; Materia(s): Común; Tesis: .t'a./ l. SZtZOOt:lág¡:nà: ß+.
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9. EFECTOS DEL FALLO

Por las razones exPuestas:

g.l.Soninfundadaseinoperanteslasrazonesde

impugnación hechas valer por el actor; por ende, se declara

improcedente el presente juicio de nulidad y se confirma la

legalidad y validez del acto impugnado consistente en la

resolución de fecha veintitrés de noviembre de dos mil

veintidós, emitida en el recurso de revisiÓn cHyJ/00212022'

porelPresidentedelconsejodeHonoryJusticiadela
secretaría Municipal de seguridad Pública y Protección

GiudadanadelAyuntamientodecuautla,Morelos,
mediante la cual se confirmó la resolución de fecha

veinticinco de octubre de dos mil veintidós, expedida por el

consejo de Honor y Justicia de la secretaría Municipal de

seguridad Pública y Protección ciudadana del

Ayuntamiento de Guautla, Morelos, en el expediente

UAI/018-P/05-2 022', enla que se decretó la remoción del cargo

elemento    , adscrito a la

Dirección de Vialidad, al no cumplir con el requisito de

permanencia consistente en acreditar la evaluaciones y

exámenes de contror de confianza, sin responsabilidad para la

institución.

9.2 Son imProcedentes:

g.2.1El pago de la indemnización constitucional.
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9.2.2 El pago de aguinaldo, vacaciones y prima
vacacionar hasta que se dé cumprimiento a ra sentencia.

9.3 se condena ar presidente der Gonsejo de Honor
y Justicia de ra secretaría Municipar de seguridad púbrica
y Protección ciudadana der Ayuntamiento de Guaufla,
Morelos, al pago y cumplimiento de lo siguiente.

9.3.r pago de ra cantidad de  
      

con motivo de ros conceptos enunciados en ra siguiente
tabla.

9.9.2 Exhibición de ras constancias de arta y pago de
las cuotas obrero patronares ar rnstituto Mexicano der seguro
Social (IMSS) o lnstituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores der Estado (rsssrE), der diecinueve de
febrero de dos mir veinte hasta er veinticuatro de
noviembre de dos mir veintidós y ra exhibición de ras
constancias de ras cuotas y aportacionesas enteradas a

ot L"y del lnstituto de crédito para los Trabajadores al servicio del Gobierno delEstado de Moretos
Artículo *3. para efectos de la presente Ley se entenderá por:

Xll' Ente obligado, al ente institucional incorporado conforme lo establece el artículo 25de la presente Ley, v obligado 
" 

àniár"iì"s aportaciones, así como a retener a losafiliados las cuotas y loé pagos oã 
-ias 

amortizaciones respecto de los créditos
ljï?å:î,:üterando 

dichos coñceptos pãi. qr" el afitiado reciba los beneRcior õr" 
"l

Total
Prima de üedad

Pnma Vacacton a

Vacactones
uinaldo
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lnstituto de crédito de los Trabajadores al servicio del

Gobierno del Estado de Morelos por ese mismo periodo'

g.4 La autoridad demandada Presidente del Gonsejo

de Honor y Justicia de la secretaría Municipal

SeguridadPúblicayProtecciónciudadana
Ayuntamiento de Guautla, Morelos' deberá

cumplimiento a Ia presente sentencia en términos del apartado

8.12,

Por lo expuesto y fundado y además con apoyo en lo

dispuesto en los artículos 109 bis de la Constitucion Política

del Estado Libre y soberano de Morelos', los artículos 1 , 18

inciso B fracción ll sub inciso l) y demás relativos y aplicables

de la LoRGTJAEMo, 86, 89, 90 y 91 y demás relativos y

aplicables de la LJUSTICIAADMVAEM; así como lo

establecido en el artículo 196 de la LSSPEM, es de resolverse

al tenor de los siguientes:

IO. PUNTOS RESOLUTIVOS

PRIMERo. Este Tribunal, eS competente para conocer y

resolver el presente asunto, en términos de lo expuesto en el

capítulo cuatro del presente fallo'

SEGUNDO. Se declara improcedente el presente

juicio de nulidad y se confirma la legalidad y validez del acto

impugnado consistente en la resolución de fecha veintitrés de

noviembre de dos mil veintidós, emitida en el recurso de

revisión CHyJ/OO 2t2022, por el Presidente del Gonsejo de

de

del

dar
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Honor y Justicia de ra secretaría Municipar de seguridad
Pública y protección ciudadana der Ayuntamiento de
Cuautla, Morelos

TERCERO. De conformidad a ra presente sentencia, se
condena ar presidente der consejo de Honor y Justicia de
la secretaría Municipar de seguridad púbrica y protección
ciudadana der Ayuntamiento de cuaufla, Moreros, ar pago
y cumplimiento de las pretensiones enlistadas en er apartado
9.3

cuARTo. Resurtan improcedentes ras pretensiones
señaladas en el subcapÍtulo 9.2.

QulNTo. La autoridad presidente der consejo de
Honor y Justicia de la secretaría Municipar de seguridad
Pública y protección Giudadana der Ayuntamiento de
cuautla, Moreros, deberá dar debido cumprimiento a ra
presente sentencia de acuerdo ar subcapíturo g.12.

sEXTo. Gírense ros oficios correspondientes para ros
efectos del apartado g.l0

sEPTlMo. En su oportunidad archívese er presente
asunto como total y definitivamente concluido

11.- NoTtFtcActoNES

NOTIFíQUESE

corresponda.

PERSONALMENTE,
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I2. FIRMAS

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del pleno del Tribunal de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos, Magistrado Presidente GUILLERMO

ARROYO CRUZ, Titular de Ia Segunda sala de lnstrucción;

MARIO CÓmeZ LOPEZ, Secretario de Estudio y Cuenta

habilitado en funciones de Magistrado de la Primera sala de

lnstrucciónon; Magistrado Doctor en Derecho JORGE

ALBERTO ESTRADA CUEVAS, T¡tUIAT dC IA TCTCCTA SAIA dE

lnstrucción; Magistrado MANUEL GARCíA QUINTANAR,

Titular de la Cuarta Sala Especializada en Responsabilidades

Administrativas; y }kpi:trado 
JOAQUÍN ROQUE GONZ lreZ

cEREzo, Titulafi de la' Quinta Sala Especializada en
t-

ResponsabilidadetgOtinistrativas,y ponente en el presente

asunto, en términot \ la Disposición Transitoria Cuarta del

decreto número 3448 þqr el que se reforman y adicionan

rsiciones Oeìg f- ey Orgánica flet Tribunal de

'' irà{t de+vrc,relaÞiv de la LeY de
Justicia Administrativa del E's

Justicia Administrativa det Estado de Morelos, publicada en el

Periódico oficial "Tierra y Libertad" número 5629 de fecha

treinta y uno de agosto de dos mil dieciocho; ante ANABEL

SALGADO CAplsTRÁN, Secretaria General de Acuerdos,

quien autoriza Y da fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

DEL ESTADO DE MORELOS EN PLENO.
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4e En términos del artículo 70 de la Ley Orgétnica delTribunat de Justicia Administrativa

det Estado de MoreÃi; 97 segundo-parrafo del Regtamento lnterior del Tribunal de

Jusilcia Administrativa del EstiAo de ittorelosy al acuerdo PTJN23l2022 aprobado en

la Sesión Extraordinaiiá número trece de fechá veintiuno de Junio de dos milveintidÓs
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MAGI

GUI CRUZ
TITULAR DE LA SEGUNDA sÁln DE rNSTRuccroN

ã

MARIO

SECRETARIO DE ESTUDIO Y C LITADO EN
FUNCIONES DE MAGISTRADO DE LA IMERA SALA DE

INSTRU

DOCTOR E E ALBERTO ESTRADA

CUEVAS

TITULAR DE LA TERCERA SALA DE INSTRUCCIÓITI

MAGIST

MANUEL ncín QUINTANAR
TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA
EN RESPONSABILIDADES ADM INISTRATIVAS

E

RES

AGISTRADO

N
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MAGI

EZ CER
I

o
DE LA QUINTA SA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABILIDAD INISTRATIVAS

ANABEL LG cAPrsrnÁu

ANABEL SALGADO CAPI , Secretaria General de Acuerdos de este
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, CERTIFICA: que

estas firmas corresponden a la resolución emitida por este T nal de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos, en el numero
TJA/5aS E RA/J RA E M -0 1 3 I 2023 i nterpuesta por    en

contra de la Presidenta del Gonsejo de Honor v stici de la Secretaría
Municipalde Seguridad Pública y ón Ci ana Ayuntamiento
de Cuautla, Morelos; misma que es veintisiete de
septiembre del dos mil veintitrés
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"En términos de lo previsto en los artículos 6 fracciones IX y X 
de la Ley General de Protección de Datos Personales en 
Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción XXI, 68 fracción VI, 
113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción 
VI, 84, 87, y 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública del Estado de Morelos, en esta versión 
pública se suprime la información considerada legalmente 
como reservada o confidencial que encuadra en esos 
supuestos normativos"
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